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La Constitución de 1991 estableció en Colombia el Estado Social de Derecho y su consecuente 
modelo democrático, pluralista y participativo. 
 
En su texto se incorporaron dos figuras que buscan materializar ese modelo; los mecanismos de 
participación democrática y el voto programático. 
El Congreso de la República expidió las leyes 131 y 134 de 1994, con las cuales se 
reglamentaron estas dos figuras. 
El voto programático impone a las cabezas del ejecutivo municipal y departamental, la obligación 
de respetar y acatar el programa de gobierno que someten al escrutinio de su electorado. 
Su incumplimiento, abre la posibilidad a la ciudadanía de adelantar la revocatoria del mandato. 
Este proceso tiene cuatro etapas, que regulan, limitan y restringen su ejercicio. 
Durante el primer año de gobierno no se puede iniciar una solicitud de revocatoria, pues se 
considera, que es el tiempo con que cuenta el alcalde o gobernador para presentar el proyecto de 
plan de desarrollo a la corporación pública de su ente territorial (concejo o asamblea) y para 
comenzar a ejecutar los programas y proyectos correspondientes. 
Vencida la primera anualidad de su mandato, es el momento en el que los ciudadanos pueden 
optar por iniciar proceso de recolección de apoyos ciudadanos para que la Organización Electoral 
convoque a la ciudadanía a una consulta con fines de revocatoria. 
Antes de la convocatoria de la jornada electoral, se debe certificar la solicitud, actuación 
administrativa que consiste en verificar el número mínimo de apoyos que deben acompañarla, las 
causales de la convocatoria y los demás requisitos administrativos y financieros establecidos en la 




Para la validación del proceso de consulta popular, se requiere el cumplimiento de los umbrales 
de participación y aprobación, los cuales fueron establecidos en 1994, y han sufrido dos 
modificaciones (reducciones) en los años 2002 y 2015.  
En Colombia se han iniciado 118 procesos de revocatoria, sin que hasta el momento ninguno 
haya logrado su objetivo, la separación del cargo del mandatario. 
Las exigencias de carácter financiero y administrativas para los promotores de la revocatoria, 
dificultan la gestión de este control ciudadano. 
La etapa de verificación de los apoyos ciudadanos, no cumple con su finalidad de garantizar su 
autenticidad, pues se limita a verificar el correcto diligenciamiento de un formulario. 
Los umbrales establecidos para los mecanismos de participación ciudadana, los convierten en una 
opción inviable para combatir las malas gestiones territoriales. 


























La Constitución de 1991, adoptó para Colombia el modelo del estado social de derecho, cuyo 
principio fundamental consiste en que las autoridades y órganos del estado tienen como razón de 
ser garantizar y proteger la dignidad humana de todos sus asociados. 
La dignidad humana se materializa por medio de la promulgación de un catálogo de derechos, 
libertades y garantías, cuyos titulares son todos los ciudadanos. 
Así mismo, para lograr la efectividad de todos los derechos, se instaura un sistema de acciones 
para la defensa y protección de los mismos, para evitar que se conviertan en letra muerta. 
Otro elemento que caracteriza al estado social, es el esquema de democracia participativa, 
entendida como aquella en el que los ciudadanos son los titulares de la soberanía del estado, de la 
cual emana el poder público y consecuentemente, tiene derecho a intervenir en todas las acciones 
y decisiones que puedan llegar a tener algún tipo de injerencia en sus vidas.  
Dentro del sistema electoral colombiano, podemos encontrar los siguientes elementos 
característicos de un modelo constitucional, democrático y participativo:  
La ampliación del listado de autoridades elegidas por voto popular: a partir de 1991, quedó 
establecida la elección popular de las siguientes autoridades: 
Presidente, Vicepresidente, senadores, representantes a la Cámara, delegados por Colombia al 
Parlamento Andino, miembros de una asamblea constituyente, gobernadores y diputados, 
alcaldes, concejales, miembros de las juntas administradoras locales y jueces de paz. (Artículo 
260, Constitución Política de Colombia) 
La creación de Corte Constitucional como garante y soporte de los principios, valores, derechos, 
libertades y garantías consagrados en la carta. 
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Las acciones ciudadanas, entre las que podemos enumerar, la tutela, popular, de grupo, de 
cumplimiento, que le confieren al ciudadano la posibilidad de acudir ante los jueces para 
defender sus derechos, la integridad de la constitución, el cumplimiento de la ley, entre otros. 
Los mecanismos de participación ciudadana;  el voto, la iniciativa normativa, el referendo, el 
plebiscito, la consulta popular, el cabildo abierto y la revocatoria del mandato,   constituyen uno 
de los mayores avances en materia democrática en Colombia, toda vez que permiten a los 
ciudadanos organizarse e intervenir en la confección del marco jurídico, en las decisiones de los 
gobernantes, en la imposición de un programa de gobierno a través de la elección de un candidato 
y la remoción del cargo para aquellos mandatarios que traicionen la confianza ciudadana. 
A pesar de que las leyes 131 y 134 de 1994, reglamentaron estos mecanismos, el balance de los 
primeros veinte años de entrada en vigencia es infecundo. 
Ningún referendo ha tenido éxito, no se ha convocado ningún plebiscito hasta la fecha, las 
consultas populares, salvo las obligatorias, son escasas, el voto en blanco en elecciones para 
autoridades uninominales solamente sido mayoría en muy pocas elecciones y las iniciativas 
normativas no se han convertido en una costumbre democrática. 
De todos los mecanismos, el que más se ha promovido, es el de la revocatoria del mandato, el 
cual fue objeto de la presente investigación. 
De 118 procesos de revocatoria del mandato que se han iniciado en Colombia desde junio de 
1996 hasta la fecha, ninguno de ellos ha culminado con la remoción del cargo del mandatario. 
Un alto porcentaje fracasó en el proceso de verificación de los apoyos y de aquellos que llegaron 
a las urnas, solamente dos superaron el umbral de participación y ninguno de ellos, el de 
aprobación. 
En el año 2002, la ley 741 redujo los requisitos en cuanto a los umbrales, pero esto no tuvo un 
efecto positivo, respecto del resultado final de los procesos que se adelantaron bajo esta norma.  
En Colombia, pese al descontento generalizado por la baja calidad de las gestiones de los 
mandatarios locales, ningún pueblo, ciudad o departamento ha podido separar del cargo por 
decisión tomada por los ciudadanos en las urnas.  
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Los grandes vacíos en la legislación sobre el procedimiento previo a la convocatoria del 
electorado a las urnas ha generado en la ciudadanía un desencanto sobre la figura, que ha sido 
identificado por la doctrina como la “crisis de la participación ciudadana en Colombia”. 
El trabajo de investigación analizó el procedimiento de la revocatoria del mandato en Colombia, 
desde su reglamentación en 1994, hasta los últimos pronunciamientos judiciales y administrativos 
producidos en el caso de la revocatoria del mandato del Alcalde Mayor de Bogotá para el periodo 
2012-2015, (Gustavo Petro Urrego), cuyo proceso tardó más de 17 meses, sin que fuera posible la 
realización de la jornada electoral para decidir el mecanismo.  
Este caso en concreto, fue fuente especial de estudio, pues en la historia de este tipo de 
mecanismos, no se había presentado una batalla jurídica de tal magnitud para impedir la 
convocatoria de un mecanismo de participación ciudadana. 
Analizando el expediente, encontramos que, en contra de los actos administrativos expedidos por 
la Registraduría Distrital y el Registrador Nacional del Estado Civil, se presentaron los siguientes 
recursos y acciones:  
- Derechos de petición 
- Agotamiento de la vía gubernativa. 
- Acción de tutela incluidos incidentes de desacato 
- Acción de Cumplimiento 
- Acción Popular 
- Denuncia Penal 
 
Cada uno de ellos con su respuesta y fallo, los cuales contienen los análisis jurídicos que fueron 




1. FORMULACIÒN DEL PROBLEMA 
 
 
Los griegos diseñaron una figura de sanción política frente a aquellos gobernantes que pretendían 
implantar un régimen tiránico. 
 
La condena al ostracismo era aplicada también a algunos gobernantes que se tornaban incomodos 
para algunas élites poderosas y consistía en la separación del cargo y destierro por un largo 
tiempo.   
 
 “...Ya entonces al pueblo, que estaba eufórico por la victoria y se consideraba 
merecedor de los más altos honores, le disgustaba que el nombre de Arístides gozara 
de una reputación superior a la de la mayoría [dóxan hupèr toùs pollùs]... lo 
condenaron al ostracismo poniendo el temor a una tiranía [phóbon tyrannídos] como 
excusa de la envidia que sentían por su reputación” (Paiaro, 2012) 
 
La revolución francesa ha sido uno de los momentos estelares de la humanidad, a pesar de la 
sangre que se derramó y de los actos reprochables y censurables que desencadenó, su propósito 
fue impecable. 
Fue inspirada en la ilustración, en el “ius naturalismo racionalista”, en el principio que sostiene 
que todos los seres humanos nacemos con derechos y libertades, las cuales son fruto de la razón 
humana. 
 
El proceso social y político que se consolidó con la toma de la Bastilla en el año de 1789 fue una 
“revocatoria del absolutismo monárquico”   
 
En Colombia, luego de la independencia y consolidación de la república (1810 – 1819) y hasta el 
año de 1991, todas las constituciones se regían por el modelo de democracia representativa.  
El constituyente de 1991, modificó este modelo, al implantar el estado social y constitucional de 




Los mecanismos de participación democrática, creados por la Constitución Política de 1991, 
tienen como objetivo principal, permitirle al ciudadano intervenir en las decisiones que lo afecten 
de manera directa, trascendiendo el sistema de representación, en el que los funcionarios, 
contaban con la potestad para la toma de las decisiones en el sector público. 
 
Desde el año 1994, las leyes 131 y 134 reglamentaron el ejercicio de estos mecanismos, sin que 
hasta el momento, la sociedad civil, se haya apropiado de esta herramienta para participar de las 
decisiones que la afectan.  
 
Dentro de estos mecanismos, el de la revocatoria del mandato es el que más se ha intentado, sin 
que hasta la fecha, haya existido un solo proceso, que haya terminado con la remoción del cargo 
del mandatario. 
La importancia de la efectividad de los mecanismos como la  RDM, consiste en que en la 
ciudadanía debe contar con herramientas jurídicas efectivas para castigar al gobernante que 
traiciona el mandato conferido por el electorado. 
 
La legislación electoral debe contener reglas claras, imperativo insalvable en cualquier sistema 
político o sociedad que se precie de ser democrática.  
 
El procedimiento para llevar a cabo una RDM en Colombia, a pesar de ser  reciente su creación, 
ha sufrido sucesivos y constantes cambios, por vía de reforma a la ley y de reglamentación por 
parte de la Organización Electoral, además de las órdenes judiciales que obligan a introducir 
nuevos pasos dentro del procedimiento. 
 
En Colombia se han iniciado 118 procesos de revocatoria y hasta el momento, ninguna ha 
terminado con la remoción del cargo de un mandatario local o seccional. 
De conformidad con lo anteriormente expuesto, la pregunta de la investigación fue:  
 
¿El procedimiento vigente para la  revocatoria del mandato en Colombia,  permite a los 
ciudadanos ejercer su derecho fundamental al control político y contribuye a la realización del 






El esquema de democracia participativa implantado en Colombia, con la Constitución del 91, está 
en proceso de adopción y adaptación. 
 
Esta reforma ha recibido el rechazo de gran parte de la población y de su dirigencia, por tener 
aspectos muy modernos y avanzados, lo cual riñe con el concepto de democracia representativa, 
que fue nuestra costumbre durante casi dos siglos de vida republicana. 
 
La filosofía de la revocatoria del mandato, tiene como pilar fundamental, la soberanía popular, 
sistema donde el poder ciudadano puede controlar la calidad de la gestión de sus mandatarios 
regionales y remover del cargo a quién ha incumplido con sus promesas de campaña, establecidas 
en su programa de gobierno y materializadas en el Plan de Desarrollo. 
 
“La revocatoria del mandato, por la naturaleza y tipo de decisiones que se toman 
en virtud de su ejercicio, incentiva la preocupación y el interés de la ciudadanía 
por los problemas colectivos y la respuesta por parte de los gobernantes, 
contribuyendo a la formación de unos ciudadanos capaces de interesarse de 
manera real en los procesos gubernamentales. Solo así́ se podrá́ tener una noción 
clara de cuál es el desempeño de una autoridad de elección popular y, en 
consecuencia, poder decidir en el momento oportuno si un gobernante merece o 
no ser sujeto de este mecanismo. Efectivamente, es la necesaria cotidianidad de la 
relación gobernante y gobernado la que acerca y estrecha la relación entre la 
revocatoria del mandato y la democracia participativa.” (Gonzales, 2013) 
 
En Colombia, hasta la fecha, no se ha culminado con éxito ningún proceso de revocatoria del 
mandato, de los 118 que se han iniciado. 
 
Esta cifra contrasta con el bajo nivel de aceptación de la gestión de un gran porcentaje de los 




El bajo nivel de aceptación de la mayoría de los alcaldes de ciudades capitales, contrasta con la 
inactividad del control ciudadano por vía de la revocatoria del mandato. 
 
En la investigación, se identificaron las normas vigentes para adelantar el procedimiento de la 
revocatoria. 
 
El análisis estadístico se convirtió en una herramienta valiosa para determinar la manera en que 
los ciudadanos han ejercido este mecanismo de participación ciudadana. 
 
En la investigación se analizaron los cambios en el procedimiento para la revocatoria del 
mandato de alcaldes y gobernadores en Colombia, se identificaron las normas vigentes para el 
desarrollo de estas iniciativas ciudadanas y se encontraron algunas de las causas por las cuales 





















3.1. OBJETIVO GENERAL. 
 
- Analizar el procedimiento de revocatoria del mandato vigente en Colombia. 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS. 
 
- Identificar las normas que rigen el proceso de revocatoria del mandato para alcaldes y 
gobernadores en Colombia, la naturaleza de las mismas y las autoridades que las han 
expedido. 
- Describir los procesos normativos para la revocatoria del mandato de alcaldes y 
gobernadores en Colombia. 
- Analizar las decisiones administrativas y judiciales adoptadas dentro del proceso de 
intento de revocatoria del mandato en contra del Alcalde Mayor de Bogotá, para el 
periodo 2012-2015, Gustavo Petro Urrego.  
- Establecer si el procedimiento vigente para convocatoria y votación de la revocatoria del 















4. MARCO DE REFERENCIA 
 
4.1.  MARCO HISTÓRICO 
 
Revisando la historia de los mecanismos de participación en Colombia, podemos encontrar que la 
primera manifestación de este fenómeno, se presenta en las leyes coloniales, las cuales permitían 
dos tipos de cabildos. 
 
Las leyes coloniales preveían dos tipos de cabildo: el ordinario y el abierto. El 
cabildo ordinario era la reunión a puerta cerrada del máximo organismo de 
gobierno municipal, constituido por las autoridades locales de las ciudades o villas. 
El cabildo abierto era, en cambio, la reunión de los vecinos del lugar convocada 
por los miembros del cabildo ordinario cuando la gravedad de las circunstancias lo 
ameritaban. El cabildo abierto tenía un carácter extraordinario y no fue durante la 
Colonia una práctica corriente.  (Hernandez Becerra, 2003) 
 
Fue precisamente a través de un cabildo, como los impulsores de la independencia, convocaron al 
pueblo de Santafé, el viernes 20 de julio de 1810, para debatir, sobre la soberanía de las 
autoridades de la época. 
  
En casi toda la América española la protesta contra los excesos de las autoridades 
coloniales y el comienzo de la emancipación se tramitaron mediante la 
convocatoria de cabildos abiertos. En el año de 1810 las ciudades de Nueva 
Granada acudieron a los cabildos abiertos para declarar su independencia, primero 
con moderación y luego (1811-1812) en forma rotunda. Dichos cabildos 
nombraron juntas de gobierno, suscribieron con toda solemnidad actas de 
independencia y redactaron y expidieron sus propias constituciones. (Hernandez 
Becerra, 2003) 
Durante la época republicana y hasta antes de la entrada en vigencia de la Constitución actual, el 
pueblo fue convocado en cinco ocasiones para tomar decisiones, mediante el uso de la 




“Los habitantes de las islas de San Andrés y Providencia, después de varios años de estar 
bajo el dominio de Guatemala, posteriormente del virreinato de Nueva Granada y en 1818 de los 
franceses, muerto el líder francés Louis Aury, quien dominaba las islas, sus habitantes decidieron 
pertenecer a la Gran Colombia y adherirse a la Constitución de Cúcuta de 1821. Finalmente el 23 
de Junio de 1822 fue proclamada la adhesión de Providencia a la República de Colombia. El 21 
de Julio de 1822 los isleños de San Andrés llevaron a cabo un referendo territorial de acuerdo con 
los usos del Derecho Internacional, para adherirse también a la República de Colombia.” 
(Registraduría Nacional del Estado Civil., 2003) 
 
Posteriormente, se convoca al pueblo en 1886, para la reforma constitucional de ese mismo año y 
en 1957, la Junta Militar, convoca al pueblo a un mal llamado Plebiscito con miras a restablecer 
la vigencia de la constitución de 1886 e introducirle algunas modificaciones. (Registraduría 
Nacional del Estado Civil., 2003) 
  
En el año de 1986, mediante el Acto legislativo 001, se dispuso que los mandatarios municipales 
debían ser elegidos por voto popular. 
 
Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, los gobernadores dejaron de ser 
designados por el gobierno nacional y pasaron a ser elegidos popularmente.  
 
La misma constitución de 1991 creó en su artículo 103, el mecanismo de participación 
denominado revocatoria del mandato, el cual fue reglamentado en 1994, con las leyes 131 y 134, 
modificadas en el año 2002 con la ley 741 y en el año 2015 con la 1757. 
 
La primera elección popular de alcaldes se realizó el 13 de marzo de 1988. 
 
La primera elección popular de gobernadores se llevó a cabo en el mes de octubre del año 1991. 
 
El día 9 de mayo de 1994, entra en vigencia la ley que regula el voto programático y la 




En el mes de octubre de 1994 se realizó la elección popular de alcaldes y gobernadores, para el 
periodo comprendido entre el 1º de enero de 1995 y el 31 de diciembre de 1997. 
 
El día 5 de mayo de 1996, en el municipio de Iza, Departamento de Boyacá, se recibió la primera 
solicitud de revocatoria del mandato, en el marco de la vigencia de las leyes estatutarias de 1994, 
en contra de la alcaldesa Bárbara Cerón de González, elegida por el Partido Conservador 
Colombiano. 
 
4.2.  MARCO JURIDICO 
 
4.2.1. Normas de tipo constitucional:  
 
El Artículo 1º de la Constitución colombiana determina un esquema de democracia participativa, 
el cual sirve de fundamento para el establecimiento de todos los mecanismos de participación, 
que facilita la intervención de los ciudadanos en todas las decisiones que los afectan. 
  
Artículo 1: Colombia es un estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
El artículo 3 de nuestra carta fundamental, modifica el anterior mandato (constitución de 1886), 
según el cual, la soberanía residía en la nación y le reconoce la titularidad de la misma al pueblo. 
  
Artículo 3: La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder 
público. El pueblo la ejerce en forma directa o por medio de sus representantes, en los 





El artículo 40 constitucional, el cual se encuentra en el capítulo de los derechos fundamentales, 
regula la relación del ciudadano con el poder público y le reconoce tres facultades; intervenir en 
su conformación, ejercicio y control. 
En su numeral cuarto, establece claramente la facultad de los ciudadanos de revocar el mandato 
de cualquier  funcionario elegido por voluntad popular, mecanismo que requiere una 
reglamentación legal, que hasta el momento, sólo se ha desarrollado para el caso de alcaldes y 
gobernadores. 
 
El análisis y la interpretación de este artículo 40, nos plantea uno de los interrogantes a resolver 
en la investigación. 
Si el numeral quinto, determina que  se puede revocar el mandato de los elegidos, pero supedita 
“la forma” o el procedimiento a lo que determine la ley, nos preguntamos si son constitucionales, 
las regulaciones que por vía de resolución y circulares expide la organización electoral y que 
afecta el procedimiento de revisión de apoyos, de la motivación, de los recursos y derechos que 
tienen las partes dentro del proceso de las revocatorias de alcaldes y gobernadores en Colombia. 
 
Artículo 40: Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y 
control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede: 
1. Elegir y ser elegido. 
2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas 
de participación democrática. 
3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; 
formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas. 
4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen la 
Constitución y la ley. 
5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas. 
6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley. 
7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por 
nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará esta 
excepción y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse. 
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Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer en los 
niveles decisorios de la Administración Pública. 
 
El artículo 103, enumera en forma taxativa, los mecanismos de participación ciudadana y 
establece la facultad reglamentaria en el legislador, a través de una ley de carácter estatutaria. 
 
Artículo 103. Son mecanismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: 
el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa 
legislativa y la revocatoria del mandato. La ley los reglamentará. 
 
 
El artículo 259, establece la obligación que recae sobre los candidatos a alcaldías y 
gobernaciones, de presentar un programa de gobierno, documento que constituye la base del 
sistema de planeación departamental y municipal, pues es el insumo para la presentación del 
proyecto de plan de desarrollo de su respectiva entidad territorial. 
El incumplimiento de ese programa de gobierno, es causal para que la ciudadanía presente la 
solicitud de revocatoria del mandato. 
 
 
Artículo 259. Quienes elijan gobernadores y alcaldes, imponen por mandato al elegido el 
programa que presentó al inscribirse como candidato. La ley reglamentará el ejercicio 
del voto programático. 
 
 
El artículo 260, Enumera las autoridades que se eligen por voto popular, los cuales a la luz del 
numeral 5º del artículo 40º, pueden ser sujeto de una revocatoria del mandato. De este listado se 
escapan los representantes por Colombia al Parlamento Andino, dado que en 1991, estos 
delegados eran designados por el Congreso de la República. 
 
Artículo 260. Los ciudadanos eligen en forma directa Presidente y Vicepresidente de la 
República, Senadores, Representantes, Gobernadores, Diputados, Alcaldes, Concejales 
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municipales y distritales, miembros de las juntas administradoras locales, y en su 
oportunidad, los miembros de la Asamblea Constituyente y las demás autoridades o 
funcionarios que la Constitución señale. 
 
Los artículos 303 y 314, fijan los periodos de alcaldes y gobernadores en 4 años, prohíben su 
reelección inmediata y establece que dichos periodos son de carácter institucional y no personal, 
lo que trae como consecuencia, que en el caso de una revocatoria de mandato, el nuevo elegido, 
entrará a terminar el periodo del funcionario separado de su cargo por voluntad popular. 
 
Artículo 303: En cada uno de los departamentos habrá un Gobernador que será jefe de la 
administración seccional y representante legal del departamento; el gobernador será 
agente del Presidente de la República para el mantenimiento del orden público y para la 
ejecución de la política económica general, así como para aquellos asuntos que mediante 
convenios la Nación acuerde con el departamento. Los gobernadores serán elegidos 
popularmente para períodos institucionales de cuatro (4) años y no podrán ser reelegidos 
para el período siguiente.  
 
Artículo 314: En cada municipio habrá un alcalde, jefe de la administración local y 
representante legal del municipio, que será elegido popularmente para períodos 
institucionales de cuatro (4) años, y no podrá ser reelegido para el período siguiente. 
 
Los artículos 152 y 153, establecen que se deben tramitar como estatutarias, las leyes que regulen 
asuntos electorales, de derechos fundamentales (Art.40º) y las instituciones y mecanismos de 
participación ciudadana.  
Este requisito implica que los proyectos de ley, una vez aprobados en el legislativo y antes de ser 
sancionados por el Presidente de la República, deben ser revisados por la Corte Constitucional, 
por lo cual, de cada una de las leyes, necesariamente existe y existirá un pronunciamiento de ese  
tribunal sobre la exequibilidad del proyecto. 
 




a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos 
para su protección 
b) Administración de justicia; 
c) Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; estatuto de la 
oposición y funciones electorales; 
d) Instituciones y mecanismos de participación ciudadana. 
e) Estados de excepción. 
f) La igualdad electoral entre los candidatos a la Presidencia de la República que reúnan 
los requisitos que determine la ley. 
 
Artículo 153: La aprobación, modificación o derogación de las leyes estatutarias exigirá 
la mayoría absoluta de los miembros del Congreso y deberá efectuarse dentro de una 
sola legislatura. 
Dicho trámite comprenderá la revisión previa, por parte de la Corte Constitucional, de la 




4.2.2. Leyes estatutarias  
 
 
Ley 131 de  mayo 9 de 1994: publicada en el diario oficial 41.351: “Por la cual se reglamenta el 
voto programático y se dictan otras disposiciones”  
 
Esta norma desarrolla los artículos 40, 103 y 259 de la Constitución Política, define el voto 
programático como “el mecanismo de participación mediante el cual los ciudadanos que votan 
para elegir alcaldes y gobernadores, imponen como mandato al elegido el cumplimiento del 





Así mismo establece la obligación de los mandatarios territoriales de presentar a su respectiva 
corporación pública (asamblea o concejo) en las sesiones ordinarias posteriores a su posesión, el 
proyecto de plan de desarrollo o las modificaciones al plan existente a la fecha a fin de 
armonizarlo con su programa de gobierno. 
 
Establece los requisitos para adelantar una revocatoria del mandato, en cuanto a número de 
apoyos que debe contener la solicitud, las personas habilitadas para votar y los términos legales 
para la convocatoria a los electores para votar afirmativa o negativamente la propuesta. 
 
Regula los umbrales de participación y aprobación del mecanismo y los efectos en caso de ser 
aprobado por el pueblo, en cuanto a la remoción del cargo y la convocatoria a nuevas elecciones.  
 
Esta ley, establecía como requisito que la solicitud de revocatoria debía de acompañarse por un 
número de apoyos no inferior al 40% de los votos válidos. 
Como requisito adicional los ciudadanos que apoyaban la iniciativa, debían haber participado en 
la elección del mandatario que se pretendía revocar. 
Además, los umbrales de participación se fijó en el 60% de los votos válidos del día de la 
elección del alcalde o gobernador y el umbral de aprobación era el 60% de los ciudadanos que 
participen en la convocatoria a la revocatoria. 
Estos requisitos fueron modificados posteriormente con la ley 741 de 2002. 
 
Ley 134 de  mayo 31 de 1994: publicada en el diario oficial 41.373: “Por la cual se dictan 
normas sobre mecanismos de participación ciudadana.”, regula entre otros aspectos, los 
requisitos, la motivación de la solicitud de revocatoria, los términos para su convocatoria, la 
divulgación, promoción y realización de las votaciones, los efectos jurídicos de su  aprobación 
por parte del electorado, la remoción del cargo del funcionario revocado, la convocatoria a 
nuevas elecciones, la inscripción de nuevos candidatos, la elección del sucesor y la facultad del 





Ley 741  de junio 4 de 2002: publicada en el diario oficial 44.823: “Por la cual se reforman las 
leyes 131 y 134 de 1994, reglamentarias del voto programático”. Entre los  años 1996 y 2002, se 
habían intentado  sin éxito varios procesos de revocatoria de mandato, debido, según sus 
promotores a los excesivos requisitos para su convocatoria y los elevados umbrales establecidos 
en 1994. 
El Congreso de la República expidió esta ley en junio del 2002, en el que redujo sustancialmente 
las cifras para la convocatoria y aprobatoria de este mecanismo así: 
 
Ley 1757 de 2015: Esta reforma que deroga casi todas las disposiciones contenidas en las 
anteriores leyes sobre la materia y abarca los siguientes aspectos: posibilidades para iniciar el 
proceso, responsabilidades de los voceros, término para iniciar el proceso, para el diseño y 
entrega del formulario, campos que debe contener este instrumento de recolección, plazo para 
recolectar los apoyos y entregar información contable y sobre aportes a la campaña, las causales 
para la anulación de los apoyos, plazo para su revisión 
Le entrega la competencia para determinar el procedimiento para la verificación al  Consejo 
Nacional Electoral, a través de una facultad pro tempore de seis meses,  la cual fue atendida con 
la expedición de la Resolución 6245 de diciembre 22 de 2015. 
4.2.3 Decretos del Gobierno Nacional: 
 
El Gobierno Nacional, a través del Decreto 895 de 2000, publicado en el diario Oficial 44.016: 
“Por medio del cual se reglamenta la parte operativa de la ley 134 de 1994.” 
La norma reglamenta aspectos tales como la inscripción de los comités promotores para 
iniciativas normativas y referendos, la certificación de la organización electoral sobre el 
cumplimiento de los requisitos para la convocatoria de un referendo, la revisión de apoyos y las 
causales para su rechazo. 
Este decreto fue objeto de dos demandas de nulidad ante el Consejo de Estado, los fallos a estas 






4.2.4 Reglamentación de la Organización Electoral: 
 
En la revisión se encontraron las siguientes resoluciones y circulares relacionadas con la 
revocatoria del mandato que fijan los procedimientos para la verificación de los apoyos 
ciudadanos a la convocatoria, las cuales se enumeran en orden cronológico, así: 
 
Resolución 5641 de octubre 30 de 1996: “Por medio de la cual se reglamenta el procedimiento 
para la verificación de las firmas que respaldan o apoyan a los distintos mecanismos de 
participación ciudadana.” 
Esta resolución estableció el primer procedimiento para  las iniciativas ciudadanas 
establecidas en el artículo 103 de la constitución, entre las que se pueden resaltar las 
siguientes: 
 
- La suscripción de los apoyos ciudadanos debe ser diligenciada directamente por el 
ciudadano en todos sus campos y casillas. 
- Si el ciudadano no puede firmar, puede imprimir su huella digital en el campo de la firma 
y solicitar la suscripción del apoyo a un tercero. 
- Los campos que debe tener el apoyo ciudadano a la iniciativa de revocatoria son los 
siguientes: Nombres y apellidos, número de cédula, dirección, corregimiento, comuna, 
municipio y departamento de residencia y firma. 
- El tipo de formularios habilitados para la suscripción de apoyos son los suministrados por 
la Registraduría o los reproducidos  o elaborados por los promotores, siempre que 
contengan las casillas exigidas para la revisión.  
- El procedimiento para la recepción de los apoyos y su verificación. 
- Las causales para el rechazo de los folios. 
- Las causales para el rechazo de los apoyos. 
- Establece que, en el caso de que los apoyos entregados sean iguales o mayores a 8.000, no 
se requiere la revisión total de los apoyos, sino de una parte de ellos, mediante la técnica 
del muestreo, que resulta de la aplicación de una fórmula matemática que determina el 
número de firmas a verificar. Esa técnica de muestreo, encuentra su sustento en el artículo 
23 de la ley 134 de 1996, que le confirió la potestad reglamentaria de fijar el 
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procedimiento y la adopción de técnicas de muestreo científicamente sustentadas. El CNE 
aprobó el procedimiento establecido en esta resolución. 
- La verificación del proceso estaba en su totalidad a cargo del Registrador municipal y del 
Delegado Departamental, según el caso. 
 
Resolución 6254 de diciembre 27 de 2002: “Por medio de la cual se establece el procedimiento 
relativo a la presentación y revisión de firmas en el mecanismo de participación ciudadana de 
revocatoria del mandato de Gobernadores y Alcaldes.”  
Esta resolución estableció un procedimiento especial para la revocatoria del mandato, 
separándolo de los demás mecanismos de participación. 
Esta resolución acoge los cambios introducidos por la ley 741 de 2002, en lo relacionado al 
número de apoyos que debe acompañar a una solicitud de revocatoria, los cuales deben ser igual 
o mayores al 40% de los votos obtenidos por el funcionario cuyo mandato se pretende revocar y 
no sobre los votos válidos de la elección del mismo. 
 
El procedimiento establecido es el siguiente: 
 
- Contabilizar el número de folios que contiene el memorial. 
- Contabilizar el número de firmas presentadas. 
- Verificar la correspondencia entre el nombre y el número de la cédula del ciudadano que 
suscribe el apoyo. 
- Verificar la inclusión del ciudadano en el censo electoral del municipio o departamento 
correspondiente. 
- Verificar la autenticidad de los apoyos, mediante cotejo grafológico. 
- Como resultado del anterior procedimiento, expedir un certificado en el que se manifieste 
si el número de apoyos es suficiente o no para la convocatoria a la votación de la 
revocatoria. 
- Establece el término de un mes, prorrogable en otro tanto para adelantar el anterior 
procedimiento. 
- El funcionario competente es el registrador del municipio o distrito (para alcaldes) o el 
delegado del Registrador Nacional (para gobernadores) 
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Resolución 1056 de marzo 25 de 2004: “Por medio de la cual se modifica la resolución 5641 de 
1996” 
Esta resolución regula el procedimiento relativo a la presentación y revisión de firmas en los 
mecanismos de iniciativa normativa y referendo. 
Quedan delimitados dos tipos de procedimientos para la revisión de los apoyos ciudadanos; uno 
para las revocatoria y otro para las iniciativas normativa y referendos. 
 
Resolución 023 de enero 5 de 2005: “Por la cual se establece el procedimiento para la 
verificación de firmas en los distintos mecanismos de participación democrática.” 
Esta resolución modifica lo establecido en la 6254 del año 2002 y unifica los procedimientos para 
la revisión de los mecanismos de participación ciudadana nuevamente, dejando vigente el 
establecido en la resolución 1056 de 2004. 
Así mismo ratifica la posibilidad de la utilización de la técnica del muestreo, cuando los apoyos a 
verificar sean de 8.000 o más. 
 
Circular 052 de junio 27 de 2005: Esta circular fija los criterios para establecer la 
correspondencia entre el nombre y el número de cédula del ciudadano que suscribe el apoyo. 
En los casos de nombres compuestos y dos apellidos, es válido si el ciudadano en la casilla del 
nombre escribe cualquiera de los dos nombres. 
Así mismo, en caso de que en los archivos figuren los dos apellidos y el ciudadano solamente 
escriba el primero de ellos, el apoyo debe convalidarse.  
Resolución 10840 de diciembre 19 de 2012: Esta Resolución establece nuevamente un 
procedimiento exclusivo para la revisión de las solicitudes de Revocatoria del Mandato, En el que 
se diferencian tres pasos o etapas: 
Revisión de formularios: establece unos requisitos de forma a los formularios en cuanto a su 
encabezado y las cinco columnas. 
Revisión de apoyos: a su vez esta fase se divide en dos fases; una que se desarrolla al momento 
de la recepción de la solicitud y la otra dentro del mes siguiente. 




El informe de la revisión es adelantado por la dirección de censo electoral en Bogotá, el cual se 
remite al registrador competente quien debe expedir la certificación sobre el cumplimiento o no 
de los requisitos para la convocatoria de la revocatoria. 
Denomina al ciudadano que suscribe el apoyo con el nombre de: ADHERENTE. 
Así mismo, en caso de que en los archivos figuren los dos apellidos y el ciudadano solamente 
escriba el primero de ellos, el apoyo debe convalidarse.  
 
Circular 174 de diciembre 19 de 2012: Complementa la resolución 10840 y establece el 
procedimiento que debe seguir el funcionario encargado de recibir la solicitud de revocatoria del 
mandato, el protocolo para el envío de los apoyos a la Dirección de Censo Electoral y el 
contenido de la resolución de certificación del cumplimiento de requisitos(Encabezado, 
considerandos, resolución y notificación) 
 
Circular 059 de 174 de diciembre 19 de 2012: Complementa la circular 174 de 2012, en cuanto 
al contenido resolución de certificación del cumplimiento de requisitos en su parte resolutiva. 
 
Resolución 6245 de Diciembre de 2015.- En acatamiento de lo dispuesto en el artículo 14 de la 
ley 1757 de 2015, el CNE, expidió esta normativa, la cual regula los siguientes aspectos: 
Recepción y revisión de la documentación, notificación y envío a la dirección de censo electoral 
en Bogotá,  Proceso para la verificación de la autenticidad de los apoyos, expedición del informe 
técnico preliminar, notificación y publicación en página web y la expedición del informe 
definitivo y comunicación al funcionario electoral correspondiente. 
También establece reglas para Utilización de técnicas de muestreo y la inspección, control y 







4.2.5. Conceptos del Consejo Nacional:  
 
En la revisión del material se han encontrado los más recientes conceptos emitidos por el Consejo 
Nacional Electoral, en respuesta a consultas elevadas por autoridades, agrupaciones políticas y 
ciudadanos sobre el tema de investigación, entre los que podemos destacar los siguientes: 
 
- Concepto 841 de abril 4 de 2009, Magistrado Juan Pablo Cepero Márquez. 
- Concepto 1834 de junio 2 de 2009, Magistrado ponente Adelina Covo. 
- Concepto 1668 de junio 2 de 2009, Magistrado ponente Ciro Muñoz Oñate. 
- Concepto 731 de mayo 5 de 2009, Magistrado ponente Ciro Muñoz Oñate. 
 
Los anteriores documentos constituyen doctrina importante y sirven para aclarar algunos aspectos 
tales como: la inclusión de la casilla del voto en blanco en la tarjeta electoral de la revocatoria del 
mandato, la importancia de numerar los folios que contienen los apoyos ciudadanos a la solicitud 
de revocatoria, las normas sobre publicidad y propaganda electoral aplicables a los procesos de 
revocatoria del mandato. 
 
4.2.6. Jurisprudencia:  
 
De conformidad con lo establecido en el artículo de la constitución, las leyes relacionadas con los 
MPC deben ser tramitadas como estatutarias, lo cual requiere la revisión previa de la Corte 
Constitucional, por lo que las leyes que reglamentan el voto programático y la revocatoria del 
mandato, tienen todas un pronunciamiento de exequibilidad de la Corte Constitucional, así: 
 
-Ley 131 de 1994: sentencia de revisión previa número C-011/94 con ponencia del Magistrado 
Alejandro Martínez Caballero. 
-Ley 134 de 1994: sentencia de revisión previa número C-180/94 con ponencia del Magistrado 
Hernando Herrera Vergara. 
-Ley 741 de 2002: sentencia de revisión previa número C-179/02 con ponencia del Magistrado 
Marco Gerardo Monroy Cabra. 
Ley 1757 de 2015: sentencia de revisión previa número C-150-15. Con ponencia de  
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4.3 MARCO CONCEPTUAL 
 
El objeto de la investigación, guarda relación con los términos como estado social de derecho, el 
esquema de democracia administrativa, el concepto de soberanía popular, los mecanismos de 
participación ciudadana, la revocatoria del mandato, el voto programático, entre otros, los cuales 
se abordan a continuación: 
 
Democracia Participativa: Definida como el esquema en el que el ciudadano es el sujeto principal 
de la actividad del estado, como titular de la soberanía y como tal tiene derecho a participar de 
todas las decisiones que lo afectan, de todas las actividades del estado, de controlar los bienes, 
obras y servicios que se presten con recursos públicos y a ejercer y conformar el poder público.  
De este esquema hacen parte los mecanismos de participación ciudadana creados por el 
constituyente de 1991, tales como: el voto programático, el referendo, el plebiscito, la iniciativa 
normativa, la revocatoria del mandato y el cabildo abierto. 
 
Soberanía Popular: Según (Union Postal Universal, 2014.) En su Diccionario Jurídico de Derecho  
“Principio relativo a la titularidad de la soberanía en el Estado, que organiza y legitima el poder 
estatal sobre el axioma de su titularidad por el pueblo. A diferencia del principio de soberanía 
nacional, que ha sido sobre todo un principio de legitimación, éste tiene importantes 
consecuencias organizativas, ya que postula una organización del Estado en la que de modo 
efectivo el poder se asiente sobre el consentimiento del pueblo y éste pueda determinar la acción 
del anterior.” 
 
Participación Ciudadana: “Se trata de un complemento o perfeccionamiento de la democracia 
representativa, no su alternativa. Permite perfeccionar el sistema de control de los representados 
sobre sus representantes, propiciando su permanencia y superando el carácter intermitente del 
control electoral. Se trata, pues, de un instrumento para el control del poder, no un contrapoder.” 
(Union Postal Universal, 2014.) 
 
Mecanismos de participación: Herramientas consagradas en el artículo 103 de la constitución 
política de Colombia, en ejercicio de la soberanía popular y la democracia participativa, que le 
permite a los ciudadanos participar en la conformación, ejercicio y control del poder político en 
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Colombia, mediante la proposición de proyectos de normas jurídicas, la imposición de programas 
de gobierno, la decisión de asuntos de trascendencia local, regional o nacional, la validación de 
decisiones que debe tomar el Presidente de la República,  la revocatoria del mandato, entre otros.  
 
Revocatoria del mandato: en un mecanismo de participación ciudadana, creado por el artículo 
103 de la Constitución y reglamentado por las leyes 131 y 134 de 1994, la ley 741 de 2002 y la 
Ley 1757 de 2015, el cual consiste en que un alcalde o un gobernador que incumpla con el 
programa de gobierno que propuso a la ciudadanía al momento de inscribir su candidatura, o 
cuyo gobierno sufra de insatisfacción popular, puede ser removido del cargo por voluntad 
popular. 
 
Umbral de participación: El umbral de participación es un porcentaje mínimo de votos que debe 
tener un mecanismo de participación ciudadana para tener validez. 
 
Umbral de aprobación: El umbral de aprobación de un mecanismo de participación ciudadana, 
determina la validez, no de la votación, si no de la decisión del pueblo y en todos los casos 
equivale a la mayoría de los votos depositados en las urnas, o sea, la mitad más uno de los 
electores. Requiere, obviamente de superar el umbral de participación.  
 
Apoyos: Nombre dado por la ley a la manifestación de un ciudadano de respaldar una solicitud de 
convocatoria a un referendo, iniciativa normativa, consulta popular o revocatoria del mandato, la 
cual tiene como requisito que sea diligenciada de su puño y letra en todos sus campos, so pena de 
anularse, según la reglamentación establecida por la organización electoral, consta de cuatro 
campos: fecha, nombres y apellidos del ciudadano adherente, número de cédula y firma. 
 
Según la (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2012) el Ciudadano Adherente es el nombre 
con el que la Organización Electoral denomina al ciudadano que suscribe su apoyo de su puño y 
letra, adhiriendo o respaldando una solicitud de revocatoria de mandato contra un alcalde o 
gobernador. Este término fue introducido en la reglamentación del mecanismo en el texto de la 




Revisión de Apoyos: Proceso reglamentado y ejecutado por la Registraduría Nacional del Estado 
Civil, cuyo objetivo es el de determinar si el memorial y los formularios de adhesión con los 
datos y firma de los ciudadanos que acompañan una solicitud de revocatoria del mandato de un 
alcalde o gobernador, cumple con los requisitos establecidos de la ley 1757 de 2015. 
 
Organización Electoral: En el esquema de distribución del poder público diseñado e 
implementado por  la constitución vigente en Colombia, la organización electoral cumple dos 
funciones principales, el registro civil y la  identificación de las personas y la organización y 
dirección de los procesos electorales.  
El Consejo Nacional Electoral, se encarga de regular, inspeccionar, controlar y vigilar los 
procesos electorales. 
 
Como lo afirma (Real Academia Española. Madrid) Revocatoria: del verbo revocar, que según el 
diccionario de la rae significa:  
Revocar: (Del lat. revocāre). 
1. Dejar sin efecto una concesión, un mandato o una resolución. 
2. tr. Apartar, retraer, disuadir a alguien de un designio. 
 
Voto programático: Definido en la ley 131 de 1994, en su artículo primero, como: El mecanismo 
de participación mediante el cual los ciudadanos que votan para elegir gobernadores y alcaldes, 
imponen como mandato al elegido el cumplimiento del programa de gobierno que haya 











4.4. ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
 
El tema del proyecto se enmarca dentro del derecho administrativo, concretamente en el campo 
del derecho electoral, en una de las figuras creadas por la Constitución del 91, dentro de su 
esquema de la democracia participativa, los mecanismos de participación ciudadana. 
Las figuras del voto programático y su correspondiente sanción por incumplimiento, la 
revocatoria del mandato, han tratado de modificar la relación ciudadano – elegido, al imponerle a 
aquel una serie de obligaciones y dotar al primero, de unos mecanismos de control para verificar, 
evaluar, controlar y sancionar al elegido incumplido. 
  
Sobre el tema de investigación, se analizaron los siguientes trabajos: 
 
4.4.1 La participación ciudadana en el derecho electoral colombiano. 
 
Con base en  (Coronel, 2005) de Ediciones Doctrina y Ley, del año  2005, esta obra, es la más 
completa que se haya editado hasta el momento en Colombia sobre el tema de los mecanismos de 
participación, en el numeral sexto de su capítulo tercero, aborda el tema específico de la 
Revocatoria del Mandato, su concepto general, los antecedentes legales, el procedimiento, desde 
la solicitud de formularios a la Registraduría, hasta la remoción del cargo del mandatario 
revocado y el llamamiento a nuevas elecciones.  
Plantea una interesante discusión, sobre la motivación o causal para la revocatoria de un 
mandatario, toda vez que la ley 134 de 1994, establecía que el incumplimiento del programa de 
gobierno o la insatisfacción popular eran las causales para proceder con la revocatoria. 
La ley 741 de 2002, establece en su artículo 2º, que: 
"Sólo para efectos del voto programático, procederá la revocatoria del mandato para 
gobernadores y alcaldes, al ser ésta aprobada en el pronunciamiento popular por la mitad más 
uno de los votos ciudadanos que participen en la respectiva convocatoria, siempre que el número 
de sufragios no sea inferior al cincuenta y cinco por ciento (55%) de la votación válida 
registrada el día en que se eligió al respectivo mandatario". 
La discusión se centra en que si el artículo antes mencionado eliminó la causal de insatisfacción 





4.4.2. La Revocatoria del mandato, experiencias, dificultades y ajustes necesarios 
 
Este trabajo realizado por  (Jiménez, 2001) cita los orígenes de la representación política y la 
evolución del sistema democrático hasta los tiempos actuales, analiza diez casos de revocatoria 
del mandato, las razones de la inoperancia del mecanismo, las causas de ese fenómeno, en el 
poco uso de el mismo, la abstención electoral, así mismo formula algunas hipótesis para el 
fenómeno presentado en algunos las procesos en los que el número de apoyos recaudados 
superan el número de sufragantes el día de la votación de la RDM (presiones, intimidación, 
cambio de opinión frente a la gestión del alcalde) 
Finalmente el autor recomienda, entre otras cosas, la reducción de los requisitos exigidos, la 
financiación estatal de las campañas pro revocatoria, ampliación de la base electoral, la inclusión 
de veedurías ciudadanas en los procesos de verificación. 
La mayoría de las recomendaciones del autor, han sido recogidas en las modificaciones de los 
últimos años, a través de la ley 741 de 2002, en las reglamentaciones expedidas por la 
organización electoral y en algunos pronunciamientos de la Corte Constitucional. 
 
4.4.3 La Revocatoria del mandato.  
 
Estudio de caso Alcalde de Pradera Valle 2008 – 2011: Esta investigación, de los autores 
(Ardila & Saldarriaga, 2011) que sirvió como trabajo de grado de la Maestría en Derecho en la 
Universidad de Manizales, en el año  2011, constituye el trabajo más amplio y completo de todos 
los hallados sobre el mecanismo objeto de estudio. 
Además de abordar todos los temas relacionados con la RDM, elabora un estudio detallado del 
procedimiento adelantado en contra del Alcalde del municipio de La Pradera (Valle del Cauca). 
Las principales conclusiones del estudio realizado, tienden a explicar las razones por las cuales en 
Colombia, aun no haya prosperado ninguna iniciativa revocatoria, las cuales se pueden resumir 
de la siguiente manera: 
La falta de una cultura política en el país, el desconocimiento de la figura por parte de la 
ciudadanía, la falta de capacitación de los funcionarios de la organización electoral en esta 
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materia, la corrupción política, que facilita los acuerdos y componendas, la desventaja de los 
promotores frente a los mandatarios, el abuso de autoridad por parte de la Registraduría, 
estableciendo requisitos y regulando ilegalmente el procedimiento, la falta de difusión y 
promoción por parte del organismo  electoral del mecanismo de la convocatoria, los vacíos 
normativos en el procedimiento y en las causales de la revocatoria. 
 
El trabajo de los doctores Rivera y Cardona, contiene un juicioso y detallado estudio jurídico de 
la figura de la revocatoria, desde el análisis teórico en el que se circunscribe el modelo de la 
democracia participativa, de las normas constitucionales, legales, hasta el estudio de las 
facultades reglamentarias expedidas por la organización electoral. 
Incluye un análisis detallado de los pronunciamientos de la Corte Constitucional y su incidencia 
sobre los procedimientos adelantados hasta el año 2012. 
 
 
4.4.4 Institucionalización de la participación en Colombia:  
 
Según (Velásquez, 2011) de la Fundación Foro Nacional por Colombia, quien adelantó una 
investigación sobre la participación en Colombia, como fenómeno social, en el que se identifican 
varias etapas como la institucionalización, que consistió en un afán de canalizar la energía social 
y darle al ciudadano la posibilidad de participar en las decisiones que lo afectan; el auge de la 
participación, que se caracterizó por una respuesta positiva de la ciudadanía ante la cantidad de 
espacios creados y por el alcance de los mismos. 
Una tercera etapa se denomina la de efecto negativo, producido por el régimen político autoritario 
y el conflicto armado, que generaron un descontento y un desaliento por parte de los ciudadanos 
sobre el modelo.  
La investigación aporta unos elementos importantes en lo relacionado con las causas del fracaso 
de todos los procesos de revocatoria del mandato en Colombia. 
 
4.4.5. Inconsistencias Jurídicas de la figura de la revocatoria del mandato a las autoridades 




En este trabajo, de Karina Elizabeth González Loján, se investiga sobre las inconsistencias 
jurídicas que tiene el procedimiento para la revocatoria del mandato en Ecuador, con objetivo 
muy cercano al de esta investigación, sus conclusiones y recomendaciones, son válidas para ese 
país y sirvieron de referencia a esta investigación. 
 
4.4.6 La revocatoria del mandato en Ecuador, países de la Comunidad Andina y del 
Continente Americano.  
 
En este trabajo, Julio Teodoro Berdugo Silva, realiza un detallado estudio de derecho comparado, 
en el que se determinan los países de América en el que la figura de la revocatoria del mandato se 
encuentra vigente y en sus conclusiones, determina que la principal causa para el fracaso de este 
tipo de procedimientos, se encuentra en el alto porcentaje en el que se establecen los umbrales de 
participación y aprobación de la iniciativa. 
 
4.4.7 Estadística Electoral. 
 
 El sitio web de la Registraduría Nacional del Estado Civil, en su link “Mecanismos de 
Participación Ciudadana” - “Revocatoria del Mandato” - “Histórico” contiene las cifras de la 
totalidad de revocatorias del mandato que se han iniciado en el país desde el año 1996 hasta la 
fecha, con la siguiente información: Departamento y/o municipio, nombre del mandatario, 
partido político, fecha de radicación de la solicitud, número de formas requeridas, firmas 
presentadas, firmas aprobadas y datos de la votación (si el trámite llegó hasta esa instancia). 
 
4.4.8. Mecanismos de democracia directa en América Latina. Una revisión comparada. 
 
En esta publicación (Campos, 2010) hace un análisis comparativo de las diferentes instituciones 
de mecanismos de participación democrática, como instrumentos del modelo de democracia 
directa. 
El objetivo del trabajo es determinar si estos mecanismos, con el consiguiente empoderamiento 
de la ciudadanía, refuerzan y fortalecen el sistema de democracia participativa o si por el 
contrario la erosionan y suplantan. 
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Contiene un completo cuadro comparativo sobre diez y ocho (18) constituciones de América 
Latina (incluido Colombia) sobre los mecanismos de participación. 
Así mismo aporta algunos elementos característicos que sirvieron de sustento a el marco 
referencial de la investigación, en especial los siguientes: 
Una definición de Revocatoria del Mandato más amplia a la que establece la ley en Colombia, 
dado que se incluye la figura del “Impeachment” o iniciativa en la que algunas autoridades 
(judiciales o legislativas) intervienen en el proceso de revocatoria. 
Clasifica la revocatoria entre Compuesta y mixta, en la medida en que sea la ciudadanía la que 
toma todas las decisiones en los procesos de revocatoria o si intervienen algunas autoridades. 
Establece cuatro clasificaciones de las revocatorias del mandato: de acuerdo con: El nivel 
territorial que tengan, el apoyo popular, el alcance de la remoción y el tiempo de aplicación. 
Otra clasificación que se establece es la de los mecanismos “desde arriba” y “desde abajo” 
similar a la que incorpora la ley 1757 de julio de 2015 en su artículo 3°  
 
Ley 1757 de 2015, Articulo 3° Mecanismos de participación. Los mecanismos de participación 
ciudadana son de origen popular o de autoridad pública, según sean promovidos o presentados 
directamente mediante solicitud avalada por firmas ciudadanas o por autoridad pública en los 
términos de la presente ley  
Son de origen popular la iniciativa popular legislativa y normativa ante las corporaciones 
públicas, el cabildo abierto y la revocatoria del mandato; es de origen en autoridad pública el 
plebiscito; y pueden tener origen en autoridad pública o popular el referendo y la consulta 
popular 
 
4.4.9 La Regulación del referendo revocatorio del mandato en Venezuela y Colombia.  
 
Esta publicación del jurista (Brito, 2008), se establece un comparativo en la regulación de la 
revocatoria del mandato en Venezuela y Colombia. 
Dentro de las conclusiones más importantes podemos destacar las siguientes: 
En Venezuela todos los cargos y magistraturas son revocables. En Colombia, según la 
constitución, todos los cargos de elección popular son revocables, pero la ley actualmente solo 
permite el mecanismo contra alcaldes y gobernadores. 
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En Venezuela, el legislador no ha expedido la ley que regula el procedimiento y requisitos para el 
referendo revocatorio del mandato, por lo que el Consejo Nacional Electoral por habilitación 
extraordinaria ha dictado, interpretado e integrado la reglamentación correspondiente. 
En ambos países, las sentencias del tribunal encargado del control constitucional han proferido 
sentencias que han tenido repercusiones en este mecanismo. 
En Venezuela la recolección de apoyos ciudadanos, se coordina, ejecuta, verifica, autentica y 
controla por parte del órgano de administración electoral, diferente a Colombia, en donde el 
proceso de recolección de apoyos ciudadanos está a cargo de los ciudadanos que tengan la 
iniciativa revocatoria. 
En Colombia se puede iniciar el proceso una vez haya transcurrido un año a partir de la posesión 
del mandatario, en Venezuela en cambio, debe haber transcurrido la mitad del periodo. 
En Venezuela el número de apoyos ciudadanos no puede ser inferior al 20% del censo electoral 
respectivo, mientras que en Colombia, se deben reunir por lo menos el 30% del total de votos del 
mandatario que se aspira a revocar.  
El umbral de participación en Venezuela es del 25% del censo electoral, en Colombia, con la ley 
1751 de 2015, este umbral es del 40% del total de los votos con que haya resultado electo el 
mandatario sujeto de la revocatoria. 
 
 
4.4.10 Institucionalidad Participativa en Colombia. Balances y Retos.  
 
En este trabajo de  (Velásquez & González, 2011) se estudia el fenómeno de la participación en 
Colombia, su evolución a partir de la reforma constitucional que permitió la elección popular de 
alcaldes en 1985, la implantación del modelo de democracia participativa, las leyes que 
desarrollaron esta nueva figura y  los nuevos espacios de participación municipal. 
Se profundiza en el estudio de la figura de “Prácticas participativas” para actividades tan diversas 
como: la información, la consulta, la iniciativa, la fiscalización, la concertación, la decisión y la 
gestión ciudadana. 
Finalmente se analizan las fracturas que produjeron estos mecanismos de participación en la 




4.4.11 Representación, ciudadanía y nueva Constitución en Colombia.  
 
Este estudio del doctor (Castaño, 1999) califica a la reforma constitucional de 1991 en Colombia, 
como el proyecto democrático más ambicioso de la historia institucional de la nación.  
El conjunto de principios y valores, el catálogo de derechos y sus garantías, los mecanismos de 
participación ciudadana y los controles ciudadanos al poder público, constituyen los elementos 
para sustentar dicha afirmación.  
Así mismo, describe el tránsito de la democracia representativa a la participativa como un 
proceso lento y conflictivo, que ha impedido consolidar los canales de participación y 
democratizar las relaciones entre gobernantes y gobernados. 
Concluye que la historia democrática del último medio siglo en Colombia ha pasado de la crisis 
del modelo de representación a imposibilidad de la consolidación del modelo participativo, 
debido entre otras causas, a la falta de cobertura en educación, los índices precarios de lectura y 
una precaria cultura cívica. 
 
4.4.12 Una aproximación a la cultura política colombiana desde el debate contemporáneo 
de la democracia. 
 
Esta publicación, fruto de un proyecto de investigación del observatorio de medios de la 
Universidad de la Sabana (Bogotá, 2011), nos permite analizar los diferentes conceptos que sobre 
la figura de “Cultura Política” han formulado algunos autores.  
 
“Podemos señalar que la cultura política estudia la relación entre los ciudadanos y la 
democracia.  
Con la noción de cultura política se ha abordado un conjunto de fenómenos, de temas, 
problemas bastante amplio y heterogéneo. Para algunos investigadores la cultura política 
tendría que ver con los conocimientos, valores, creencias, sentimientos, predisposiciones y 
actitudes de los individuos ante la política y los asuntos a ella ligados.”  
 
El trabajo realiza una mirada multidimensional al fenómeno de la cultura política y los cinco 
aspectos de interés cuando se aborda su estudio: 
- Representación y participación. 
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- Hábitos de comunicación política 
- Imaginarios y valores 
- Percepción sobre asuntos públicos 
- Legitimidad institucional. 
 
Una encuesta sobre conocimiento y uso de los mecanismos de participación ciudadana, los 




4.4.13 El malestar con la representación política en la Colombia de hoy.  
 
 
En su publicación, la doctora (De Hincapié, 2013) analiza el vínculo entre el fenómeno de la 
representación política y la dimensión de lo público dentro del contexto de la crisis política de 
Colombia.  
Su trabajo propende por buscar caminos que logren conducir la representación política a la 
construcción de la república y la formación de una cultura ciudadana que garantice unos mínimos 
referentes de convivencia, tolerancia e imagen de futuro. 
 
4.4.14 La reforma política, superávit constitucional y déficit legislativo.  
 
Ponencia del doctor Augusto Hernández Becerra en el “Seminario Internacional sobre 
financiación de los partidos y campañas electorales y reforma política en América y Europa”  
Analiza las falencias del sistema normativo electoral en Colombia, desde cinco aspectos 
fundamentales; i) el Código Electoral, ii) el Código Contencioso Administrativo, iii) los 
mecanismos de participación ciudadana, iv) régimen de partidos y v) financiación política y 
represión de ilegalidades electorales.  
La conclusión de la ponencia es de gran utilidad para nuestro trabajo:  
 
“A pesar de que contamos con una Constitución moderna, sobrevive con todo su vigor una 
concepción antigua o tradicional de la política que no se ha podido modificar, en parte porque 
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faltan algunos ajustes constitucionales, pero sobre todo por insuficiencias de carácter 
legislativo”  
 
“La verdad es que puede hacerse mucho aún en la definición de un marco de legalidad moderno, 
acorde con los preceptos de la Constitución vigente, acompañado de eficaces mecanismos de 
intervención estatal, control ciudadano y revisión judicial. La ingeniería electoral aún no ha 
dicho en Colombia la última palabra.” 
 
4.4.15 Responsabilidad en el cumplimiento de las promesas de alcaldes y gobernadores en 
Colombia. Trascendencia del voto en la democracia representativa y en la democracia 
participativa.  
 
En su trabajo el doctor  (Dussan García, 2013) hace un pormenorizado análisis de la figura de la 
revocatoria del mandato en su aspecto histórico y jurídico.  
Partiendo de la figura del voto en la anterior constitución, pasando por la elección popular de 
alcaldes en Colombia y la reforma constitucional de 91 con los elementos que configuran el 
mecanismo de la revocatoria del mandato; el voto programático, el programa de gobierno, el plan 
de desarrollo, todos ellos dentro del esquema de la democracia participativa y el estado social de 
derecho.  
 
4.4.16 Las transformaciones constitucionales recientes en América Latina. Tendencias y 
desafíos. 
 
Uprimny, R. (2011). Las transformaciones constitucionales recientes en América Latina: 
tendencias y desafíos. El derecho en América Latina, 109. 
 
El exmagistrado de la Corte Constitucional, Rodrigo Uprinmy, en su trabajo analiza los cambios 
en las constituciones de los países de América latina en los últimos treinta años. 
Establece un decálogo de elementos comunes en esas reformas, entre las cuales están: 
- Adopción del modelo de estado social y democrático de derecho. 
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- Nuevo enfoque del concepto de unidad nacional, en el sentido que se respeta la diferencia 
y la diversidad. 
- Reducción del confesionalismo en los textos constitucionales, preservando la libertad de 
cultos. 
- Protección a las minorías y grupos vulnerables. 
- Reconocimiento del multiculturalismo. 
- Compromiso de los estados para hacer efectivo el derecho a la igualdad. 
- Consagración de los derechos constitucionales. 
- Establecimiento de una serie de garantías para la garantía y efectividad de los derechos. 
- Apertura al derecho internacional de los derechos humanos. 
- Ampliación de los espacios de participación democrática. 
- Autonomía o independencia del órgano electoral. 
Dentro de la clasificación de la constitución entre su componente dogmático y orgánico, concluye 
que el sistema de mecanismos de participación democrática tiene un componente dogmático 
(como un elemento de la democracia participativa) y a su vez tiene un componente orgánico 
(como mecanismo para la conformación del poder público)  
 
4.4.17 Descentralización, municipios y participación ciudadana. Chile Colombia y 
Guatemala. 
 
Este trabajo de investigación, busca determinar si la implantación del modelo de 
descentralización ha contribuido a la democratización de las sociedades, al fortalecimiento de la 
sociedad civil y al mejoramiento de la calidad de vida de sus ciudadanos. 
Para el caso colombiano, las conclusiones se pueden sintetizar en el siguiente párrafo: 
 
 
“En el estudio de los casos de los municipios colombianos se arrojan conclusiones menos 
alentadoras. En él se concluye que los mecanismos introducidos por la Constitución de 1991 no 
han permitido una mayor participación en la toma de decisiones al nivel local, ni han incidido en 
el mejoramiento del nivel de vida de la población, ni mucho menos contribuido a la solución de 
los conflictos del municipio o de la región (pág. 225). Se concluye que la mayoría de los procesos 
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de participación se referían a actividades puntuales, siendo la forma más conocida y trabajada la 




4.4.18 Nuevos mecanismos de participación y democracia participativa. 
 
En su ponencia, el doctor Joan Font, explora la posibilidad de diseñar nuevos mecanismos que 
permitan una mayor participación para recuperar el protagonismo ciudadano en las decisiones 
políticas. 
Expone claramente como en la historia de las democracias occidentales nunca ha existido una 
sociedad con una masa mayoritaria de ciudadanos cultos, informados, activos y coherentes. 
Que por el contrario, la gran mayoría de personas que participan en el ejercicio político cuentan 
con unos niveles básicos de educación y su posibilidad de informarse e ilustrarse sobre la 
actualidad política y social es muy limitada. 
Propone, para mejorar los niveles de participación, reforzar el sector asociativo, buscar la 
participación del ciudadano no organizado y potenciar un cambio hacia una cultura más 
participativa. 
Su propuesta sobre nuevos espacios de participación, la resume en tres posibilidades; aumentar la 
consulta previa a comunidades, diseño de mecanismos deliberativos y algunos propios de la 
democracia directa, tales como el referendo, la asamblea y la tele democracia. 
  
4.4.19 ¿Que ha pasado con la participación ciudadana en Colombia? 
 
En este trabajo editado por la Fundación Corona, se estudian a fondo algunos conceptos jurídicos 
necesarios para la presente investigación, entre los cuales podemos nombrar: 
- Participación. 
- Sistema Político 




4.4.20 Retos de la democracia y la participación ciudadana. 
 
Esta publicación de la Universidad del Rosario de Bogotá aborda términos y conceptos jurídicos 
de gran afinidad y utilidad para el desarrollo de esta investigación, entre los cuales podemos citar, 
los siguientes: 
- Democracia 
- Democracia representativa. 
- Democracia participativa 
- Democracia directa 
- Teoría de la representación política 






















5. DISEÑO METODOLÓGICO. 
 
 
La investigación desarrollada y que se presenta en el presente documento es  TEÓRICA – 
APLICADA. 
El componente teórico, dado que se investigó el tema, desde los conceptos jurídicos de estado 
social de derecho, democracia participativa, soberanía popular, control ciudadano, voto 
programático, programas de gobierno y planes de desarrollo, calidad de la gestión, representación 
popular, mecanismos de participación ciudadana, revocatoria del mandato, apoyos ciudadanos y 
los demás  
La parte práctica de esta investigación, se centró en el estudio de las estadísticas de los 118 
procesos de revocatoria del mandato impulsados en Colombia entre 1996 y 2014. 
Así mismo se analizó el expediente del proceso de revocatoria del mandato adelantado en Bogotá 
en contra del Alcalde Mayor, Gustavo Francisco Petro Urrego y en especial, los problemas 

















6. ESTADISTICAS DE LOS PROCESOS DE REVOCATORIA DEL MANDATO EN 
COLOMBIA 1996 – 2015. 
  
Para este capítulo, la principal fuente de consulta fueron los registros oficiales de la 
(Registraduría Nacional del Estado Civil de Colombia., 2016), alojados en su página web, 
además de algunas publicaciones de la Misión de Observación Electoral (Misión de Observación 
Electoral, 2012) y artículos de prensa. 
 
Es pertinente aclarar que para el desarrollo de este trabajo, se considera que la revocatoria del 
mandato nace a la vida jurídica, en el momento en que se radica ante el ente electoral el memorial 
que fundamenta la iniciativa, acompañado de los respaldos ciudadanos. 
 
La anterior precisión, se considera necesaria, dado que, en otros trabajos de investigación se 
contabilizan aquellos procesos que algunos ciudadanos insatisfechos con la gestión de sus 
mandatarios locales recogieron algunos apoyos, pero no presentaron la documentación requerida 
para la solicitud revocatoria.  
 
La MOE, en sus reportes e informes, registra los procesos iniciados contra el Alcalde de Bogotá 
Jaime Castro Castro (1992-1994) y al Gobernador de Cundinamarca entre otros, como procesos 
de revocatorias del mandato.  
 
En el primer caso, no existía la ley reglamentaria de los MPC, por lo que el Consejo de Estado 
rechazó la solicitud y en el caso del mandatario de los cundinamarqueses, las firmas no se 
presentaron a la RNEC para su revisión y certificación. 
 
Para la elaboración de este capítulo, se excluyen estos y todos los demás procesos en los que la 
ciudadanía recaudó apoyos ciudadanos, tendientes a una consulta revocatoria, pero no fueron 
entregados a la Registraduría correspondiente, para su verificación. 
Por lo anterior, para efectos del análisis de los datos, solo se tiene en cuenta, que en Bogotá, se 
han llevado a cabo dos procesos tendientes a revocar a los  alcaldes, Enrique Peñalosa (1999 -




Hecha la anterior precisión, encontramos que en Colombia, se han iniciado 118  procesos de 
RDM, de los cuales 117 fueron contra alcaldes y uno contra un gobernador. 
 
6.1. PROCESOS DE REVOCATORIA DEL MANDATO  EN COLOMBIA 1996-2015 
 
 
Figura 1.  Distribución de los procesos de revocatoria del mandato entre alcaldes y gobernadores en 




Colombia cuenta con 1102 municipios y 32 departamentos (DANE, 2016), lo cual nos da una 
proporción 97,17% y 2,82% entre estos dos tipos de entes territoriales, lo cual es directamente 
proporcional con la distribución de la división política de Colombia. 
 
El papel de los departamentos en el diseño estructural del estado desde la Constitución de 1991, 
le asigna al municipio las funciones más importantes, tales como construcción de vivienda, 
seguridad ciudadana, movilidad, generación de empleo entre otros, lo que le da un mayor 
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protagonismo a los alcaldes que a los  gobernadores, por lo que su gestión, reporta un mayor 
interés ciudadano que genera este tipo de controles. 
 
En un estudio sobre descentralización territorial, (Estupiñan 2005) se analiza el papel secundario 
que, dentro de la estructura del estado, tiene el departamento: 
 
En el  modelo de la Constitución del 91 el departamento no resulta determinante, a pesar de la 
función de intermediación, olvidándose que “el nivel intermedio de gobierno representa el poder 
político regional y local (lo que) supone la necesidad de llevar a cabo procesos de concertación, a 
efectos de determinar el rumbo de dicha institución y la correspondiente construcción de políticas 























6.2.- REVOCATORIAS DEL MANDATO POR REGIONES NATURALES 
 
La distribución por regiones geográficas nos arroja las siguientes cifras: 
Figura 2. Procesos de revocatorias del mandato por regiones geográficas. 
 
 
La distribución por regiones geográficas es directamente proporcional al número de municipios y 
departamentos que las componen, la región de la Amazonía tiene el 4% de los municipios, la de 
la Orinoquía el 5%, la Pacífica el 16%, la Andina el 57% y la Caribe el 18%. 
 
La única cifra que merece un comentario es la de la región Caribe que presenta el 32,7% frente a 
un 18% del número de municipios de esa zona del país. 
 
Una explicación posible a este fenómeno, radica en unos mayores índices de participación en 
elecciones de autoridades locales de los municipios que hacen parte de la Región Caribe. 
En las elecciones del pasado mes de octubre de 2015, de los ocho Departamentos que conforman 
esta región natural, siete de ellos estuvieron por encima del promedio nacional de participación. 
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Según (Registraduría Nacional del Estado Civil de Colombia, 2015) el promedio de participación 
nacional para mandatarios locales se situó en el 59,44%. 
El siguiente cuadro nos permite comparar el índice de participación de los departamentos caribe 
frente al promedio nacional.  
 
INDICE DE PARTICIPACIÓN DE LOS DEPARTAMENTOS DE LA REGIÓN CARIBE 
EN LAS ELECCIONES DE AUTORIDADES LOCALES EN 2015. 
 
Cuadro 1. Índice de participación de los departamentos de la región caribe, en las elecciones para 




El único Departamento de la Región Caribe con un índice de participación por debajo del 
promedio nacional, en elecciones de mandatarios locales en el 2015 fue La Guajira, que, como 
más adelante lo podremos anotar, tampoco registra estadísticas en procesos de revocatoria del 
mandato.  
 
De acuerdo con los datos estadísticos encontrados en la página web de la Registraduría Nacional 
del Estado Civil y en nuestras otras fuentes consultadas, en Colombia se han iniciado 118 
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procesos de revocatoria del mandato a alcaldes y gobernadores desde el año 1996  hasta el año 
2015. 
 
Contar con la totalidad de los datos sobre los procesos de revocatoria del mandato en Colombia, 
desde el origen de este mecanismo, facilitó la investigación y permitió acercarse a la realidad de 



























6.3.- REVOCATORIAS DEL MANDATO EN COLOMBIA DISTRIBUCION POR 
ENTES TERRITORIALES. 
 
Cuadro 2. Revocatorias del mandato en Colombia 1996-2016, discriminadas por departamento, 
municipios y número de proceso por ente territorial, elaboración del grupo de trabajo, con base en datos de 





Figura 3. Procesos de revocatorias del mandato por Departamentos y Municipios. Elaboración del grupo 











6.4. DEPARTAMENTOS SIN PROCESOS DE REVOCATORIA DEL MANDATO. 
 
Cuadro 3. Departamentos de Colombia, en lo que no se han adelantado procesos de revocatoria del 
mandato. 
 
DEPARTAMENTO NUMERO DE 
PROCESOS 
Amazonas Quindío 0 
Arauca Vaupes 0 
Chocó Vichada 0 
Guainía La Guajira 0 
San Andres y Providencia. 0 
 
De los nueve departamentos en los que no se han desarrollado procesos de revocatorias, ocho de 
ellos son territorios fronterizos, con excepción hecha del Quindío. 
 
Esta cifra parece ir en contra de algunas investigaciones en las que se trata de relacionar el bajo 
desarrollo social y económico, con la insatisfacción popular, como la de Martínez Cárdenas 
(2013), en la que establece una relación directamente proporcional entre el índice de necesidades 
básicas con los procesos de revocatoria del mandato.  
 
 
En general, los municipios que han empleado este mecanismo se 
caracterizan por ser pequeños pueblos rurales, de sexta categoría (como Iza 
en Boyacá con 1775 habitantes), excepción hecha de Palmira(Valle) que con 
288.000 habitantes, pertenece a la primera categoría y Puerto Colombia 
(atlántico) municipio de cuarta categoría con 27.000 habitantes. 
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Además son municipios con elevados índices de necesidades básicas 
insatisfechas (NBI), de acuerdo con los resultados obtenidos, sobresaliendo 
por su miseria el municipio de Murindó (Antioquia) con un NBI de 99,91%, 
seguido de Peque (Antioquia) con 81,23% y Miraflores (Guaviare) con un 
80,91%, de NBI.” (Martínez Cárdenas, 2013) 
 
Nos apartamos de este tipo de conclusiones, por carecer de una demostración científica 
contundente y además, tras analizar el cuadro sobre categorías de los municipios en Colombia, 
encontramos que el 88,20% de nuestros municipios se encuentran en la sexta categoría, por lo 
que es estadísticamente lógico que en  estas comunidades se inicien la mayoría de proceso de 
revocatoria del mandato. 
 
Cuadro 4. Categorización de municipios. Elaborado por el grupo de trabajo, con datos de la 
contaduría general de la república. 
 
CATEGORIZACION DE MUNICIPIOS EN COLOMBIA 
Categoría 
Nro de Municipios en 
esa categoría 
% de municipios por 
categoría 
ESPECIAL 6 0,54% 
1ª 24 2,18% 
2ª 19 1,72% 
3ª 16 1,45% 
4ª 26 2,36% 
5ª 39 3,54% 
6ª 972 88,20% 





En regiones como el Chocó y La Guajira, foco de constantes escándalos de corrupción, la 




























6.5. PROCESOS DE REVOCATORIAS DEL MANDATO POR PARTIDOS O 
MOVIMIENTOS POLÍTICOS  
Figura 4. Revocatorias del mandato en Colombia 1996-2016, discriminadas por partidos o movimientos 
políticos. Elaboración del grupo de trabajo, con base en datos de Registraduría Nacional y MOE. 
 
*G.S.C.= Grupo Significativo de Ciudadanos: Candidaturas que se inscriben con respaldo ciudadano y con pólizas de seriedad. 
CUADRO 05.-.  
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Los partidos políticos que tienen una mayor presencia en el Congreso de la República y desde allí 
tienen el poder nominador sobre las altas cortes y los organismos de control, son los que más se 
ven amenazados por este tipo de control ciudadano. 
 
El desencanto sobre la política tradicional, fenómeno que se ha extendido por todo el hemisferio 
occidental, pone en el foco del control ciudadano a quienes se postulan por los partidos y 
movimientos tradicionales, razón  de peso, para que el Congreso de la República no tenga mucho 
interés en diseñar un procedimiento ágil y efectivo para que la ciudadanía logre separar del cargo 
a un mandatario que ha incumplido con sus promesas de campaña, establecidas en su programa 
de gobierno. 
 
Los procesos de revocatoria del mandato en Colombia, tienen algunos momentos importantes: 
- Inscripción de la iniciativa: Transcurrido un año, los ciudadanos inscriben el 
mecanismo y comienzan a recolectar apoyos ciudadanos durante un término de 
hasta 6 meses. 
- Certificación de la solicitud: Una vez recolectados los apoyos y demás 
documentos requeridos, se entregan a la RNEC, para ser revisados y para 
certificar el cumplimiento de los demás requisitos. 
- Realización de la consulta popular con fines de revocatoria. 
- Elección del sucesor del mandatario revocado. (Corte Constitucional, Sala 
quinta de Revisión, 2015) 
 
En Colombia de los 118 procesos de revocatoria solamente 49 (41,53%) han superado la fase de 
revisión de apoyos ciudadanos y  casi todos ellos han  llegado a las urnas, mientras que los otros 
69 (58,47%) no superaron el proceso de verificación de firmas y demás requisitos, hecho que 








6.6 PROCESOS DE REVOCATORIAS DEL MANDATO POR TIPO DE AUTORIDAD 
CONTRA LA QUE SE PROPONE. 
 
Figura 5. Distribución de los procesos de revocatoria del mandato alcaldes y gobernadores en Colombia 




El primer gran escollo que encuentran los promotores de este tipo de iniciativas es que deben 
asumir íntegramente la carga de la recolección de apoyos ciudadanos y adelantar el proceso de 
auditoría interna, para garantizar el porcentaje requerido por la ley, que actualmente está en un 
30% de los votos que el mandatario a revocar obtuvo el día de su elección. 
 
Para esa labor, el comité promotor cuenta con seis meses de plazo. Una vez que los promotores 
de la iniciativa consideran que han completado el número exigido por la ley, las entregan en la 




El alto número de procesos fallidos, se debe a que existen más de diez causales para el rechazo de 
un apoyo, muchos de los cuales, no pueden ser verificados por el Comité Promotor. 
A modo de ejemplo, la conformidad del número de la cédula del ciudadano los nombres y 
apellidos anotados en los formularios de recolección, no puede ser verificado por los promotores 
de la iniciativa antes de ser entregados para la certificación, por prohibición expresa del código 
electoral, que considera esa información como reservada. (CODIGO ELECTORAL 
COLOMBIANO, 1986) 
Las causales para rechazar un apoyo ciudadano son entre otras: Fecha ilegible, nombre del 
ciudadano no identificable, datos incompletos, etc. 
 
En cuanto a la fecha, es un espacio que sobra en el formulario, toda vez que en un principio, 
cuando la recolección de los apoyos, se llevaba a cabo en un formulario modelo o tipo que la 
Registraduría ponía a libre disposición, el proceso de recolección de apoyos, podía iniciar en el 
primer año de gobierno del mandatario, lo cual está prohibido por la ley. 
Pero con el actual procedimiento, el formulario de recolección es elaborado por la entidad, con el 
número de radicación asignado al mecanismo, por lo cual, resulta imposible que exista 
recolección de apoyos de manera previa al término establecido por la ley. 
Frente a la causal de nombre del ciudadano no identificable, la decisión sobre la validez del 
apoyo queda a merced del grado de comprensión de la caligrafía de quién está desarrollando la 
labor de verificación de esa documentación. 















Figura 6. Distribución de los procesos de revocatoria del mandato alcaldes en Colombia 1996 – 2016, 




Superada esta etapa, se hace el llamado a la jornada de consulta popular con fines de revocatoria, 
la cual puede terminar con la separación del cargo del mandatario o con la continuidad del 
mismo, hasta terminar su periodo.  
 
En Colombia de los 49 procesos certificados, 47 llegaron a las urnas. 
Los dos restantes son; el promovido en contra del Alcalde Mayor de Bogotá Gustavo Petro (2012 
– 2015), el cual se dio por terminado debido a la decisión de la Procuraduría de destituir al 
mandatario antes de la consulta popular respectiva y el de Sincelejo, cuyo acto de convocatoria a 
las urnas fue revocado por orden judicial. 
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Cuando un alcalde recibe la noticia de que el proceso de revocatoria de mandato en su contra se 
ha certificado y se fija fecha para la votación, tiene dos caminos. 
 
En el primero de ellos,  llama a su electorado a la abstención, para que el día de elecciones no 
asistan a las urnas, (abstención activa) apostando a que  no se cumplirá con el mínimo exigido 
por la ley y que el umbral de participación no se cumpla, con lo que se asegura el fracaso de la 
consulta y como consecuencia de lo anterior, su permanencia en el cargo. 
El otro camino es invitar a su electorado a las urnas, para que voten por el “NO” en la consulta, 
corriendo el riesgo de ser vencido por la opción contraria y que sus simpatizantes con su voto 
ayuden a completar el umbral de participación.  
 
En el segundo semestre del año 2005, los alcaldes de Miraflores (Guaviare) William Chávez 
Montoya y  el de Murindó (Antioquia) Elías Palacio Valencia, optaron por el segundo camino, o 
promover la participación en la consulta de su militancia. 
 
En ambos casos se superó el umbral de participación, pero igualmente, los votos por el NO, 
superaron a quienes pretendían revocar el mandato de esos dos alcaldes. 
 
Es pertinente anotar que para ese año, el 2005, los mandatarios elegidos, se enfrentaban por 
primera vez al cambio establecido en la ley 741 de 2002, el cual redujo los requisitos para la 
revocatoria del mandato, lo que pudo haber generado esa decisión de optar por la convocatoria de 











6.8. PROCESOS DE REVOCATORIA DEL MANDATO QUE SUPERARON EL 
UMBRAL DE PARTICIPACIÓN. 
 
Cuadro 5. Revocatorias del mandato en Colombia 1996-2016, Procesos que superaron el umbral de 
participación. Elaboración del grupo de trabajo, con base en datos de Registraduría Nacional.  
 
 
CASO UNO .- MURINDÓ ANTIOQUIA 
ALCALDE Elias Palacio Valencia 
PARTIDO Liberal 
FECHA VOTACIÓN Agosto 7 de 2005 
UMBRAL 221 
VOTACION 868 
POR EL SI 240   (27%) 
POR EL NO 593   (68%) 
  CASO DOS .- MIRAFLORES - GUAVIARE 
ALCALDE William Chávez Montoya 
PARTIDO Liberal 
FECHA VOTACIÓN Diciembre 11 de 2005 
UMBRAL 420 
VOTACION 492 
POR EL SI 144   (29%) 
POR EL NO 322   (65%) 
 
De los 45 procesos que no superaron el umbral de participación, se analizaron los porcentajes de 
cumplimiento de esa cifra, que ha tenido variaciones en los últimos 20 años, dos veces, toda vez 
que en la vigencia de la ley 134 de 1994, era del 60%, con la Ley 741 de 2002, bajó al 55% y 
para los próximos procesos será del 40% del total de los votos válidos del proceso que eligió al 




Se analizaron 43 procesos de los que se contaba con datos completos y se elaboró el siguiente 
cuadro. 
6.9 REVOCATORIAS DEL MANDATO CON  VOTACIÓN POPULAR.  
 
Cuadro 6. Revocatorias del mandato en Colombia 1996-2016, Procesos que llegaron a las urnas. 
Elaboración del grupo de trabajo, con base en datos de Registraduría Nacional y MOE. 
 
 
Podemos resumir el anterior cuadro en el siguiente, que establece el nivel de porcentaje de 
cumplimiento de los procesos que llegaron a las urnas, frente al umbral de participación exigido 
por la ley. 
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6.10 PORCENTAJE DE LA VOTACIÓN SOBRE EL UMBRAL DE PARTICIPACIÓN. 
 
Cuadro 7. Revocatorias del mandato en Colombia 1996-2016, Porcentaje de cumplimiento del  umbral de 
participación de los 43 procesos analizados Elaboración del grupo de trabajo, con base en datos de 




La ley 1757 de 2015, modificó los requisitos para la revocatoria del mandato en Colombia, 
reduciendo el umbral de participación del 55% al 40% de los votos válidos en la votación del 
alcalde o gobernador, cuyo mandato se quiere revocar. 
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Si la intención del legislador es que los mecanismos de participación ciudadana sean una 
herramienta efectiva de control ciudadano sobre la gestión de sus mandatarios, surge la pregunta:  
¿La nueva fórmula cambiará la realidad de los procesos de revocatoria del mandato en el 
futuro? 
Una manera de responder esta pregunta es aplicar la nueva fórmula a los procesos anteriores, o 
sea a los 40 procesos que NO superaron el umbral de participación. 
Aplicando la fórmula establecida por la Ley 1757 de 2015, en el literal e) de su artículo 41, 
solamente cinco de esos procesos, hubieran superado la barrera de validez. 
6.11  PROCESOS DE REVOCATORIA DEL MANDATO ENTRE 1996 y 2015, 
APLICANDO EL UMBRAL DE APROBACIÓN DE LA LEY 1757 DE 2015. 
 
Cuadro 8. Revocatorias del mandato en Colombia 1996-2016, Procesos de revocatoria, calculando el 
umbral de participación con la fórmula de la ley 1757 de 2015. 
 
 
Los demás procesos, o sea 112 entre los que se encuentran, los no certificados y los certificados 
que no fueron a las urnas, nos arroja un total de 118 intentos de revocatoria promovidos hasta la 
fecha, (si la ley 134 de 1994 hubiese adoptado la misma fórmula de la 1757 de 2015) hubiesen 
fracasado.  
El anterior resultado  permite concluir como se dejará plasmado en su oportunidad debida, que el 
establecimiento de los umbrales, constituye una barrera infranqueable para el ejercicio del control 




6.12 PERCEPCIÓN DE LA GESTIÓN DE LOS ALCALDES DE CIUDADES 
CAPITALES DE COLOMBIA (2.013 – 2.014) 
 
El Centro Nacional de Consultoría, es una de las entidades certificadas por el Consejo Nacional 
Electoral para adelantar y publicar encuestas y sondeos sobre temas electorales en Colombia. 
Además de lo anterior, mensualmente registra la medición sobre  la percepción de la ciudadanía 
sobre la gestión de sus alcaldes y gobernadores de ciudades capitales.  
Cuadro 9. Centro Nacional de Consultoría S.A. 
 
En desarrollo de esta investigación se determinó cuál era la percepción de la ciudadanía, sobre la 
gestión de sus mandatarios,  durante el tiempo en que la ley permite adelantar una revocatoria del 
mandato en Colombia (a partir del segundo de su periodo constitucional)  
Este análisis, se considera de utilidad, porque permite determinar, si en ese lapso, la ciudadanía, 
teniendo una opinión desfavorable de sus mandatarios, inició o no un proceso de revocatoria del 
mandato. 
Tomamos los datos de todas las ciudades capitales durante los 36 meses de su periodo, en los que 
la ley permite iniciar y votar una revocatoria del mandato, partiendo del supuesto que en  aquellas 
ciudades en las que la imagen desfavorable fuera mayor que la positiva, lo normal es que se 





6.13 INDICE DE FAVORABILIDAD DE ALCALDES DE CIUDADES CAPITALES 
(2013,2014 y 2015). 
 
Cuadro 10. Percepción de la Imagen favorable de los alcaldes de las ciudades capitales de Colombia en los 
meses de enero de los años 2013, 2014 y 2015. Elaboración del grupo de trabajo, con base en datos del 
Centro Nacional de Consultoría. 
Ciudad (Capital) Nombre del Alcalde Índice de favorabilidad 
ene-13 ene-14 ene-15 
Arauca Luis Emilio Tovar 74,5 73 63 
Armenia Luz Piedad Valencia 64 66 61 
Barranquilla Elsa Margarita Noguera 62,5 65 77 
Bogotá Gustavo Petro 41 56 42 
Bucaramanga Luis Francisco Bohorquez 62,5 48 54 
Cali Rodrigo Guerrero 45,5 58 48 
Cartagena Campo Elías Terán 61 86 60 
Cúcuta Donamaris Ramírez 53 43 40 
Florencia María Susana Portela 43,5 32 24 
Ibagué Luis H. Rodriguez 51,5 45 35 
Leticia Jose Ignacio Lozano 65 47 23 
Manizales Jorge Eduardo Rojas 79 70 83 
Medellín Anibal Gaviria 80,5 76 80 
Mitú Carlos Iván Melendez 53 35 S.D. 
Mocoa Elver Porfidio Cerón 58 43 23 
Montería Carlos Eduardo Correa 89 88 88 
Neiva Pedro Hernán Suárez 66 65 66 
Pasto Harold Guerrero 44,5 68 61 
Pereira Enrique Antonio Vasquez 68 22 39 
Popayán Francisco Puentes 51 35 39 
Puerto Carreño Álvaro Mauricio Londoño 51 34 S.D. 
Puerto Inirida Oscar Gerardo DelVasto 86 66 S.D. 
Quibdó Zulia María Mena 73 63 61 
Riohacha Rafael Ricardo Ceballos 78 87 62 
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San Andrés Arturo Arnulfo Robinson 71,5 74 70 
San José Geovanny Gómez 46,5 28 42 
Santa Marta Carlos Eduardo Caicedo 53 47 54 
Sincelejo Jairo Alfredo Fernández 70,5 40 37 
Tunja Fernando Flórez 57,5 49 59 
Valledupar Fredys Miguel Socarrás 77 65 48 
Vilavicencio Juan Guillermo Zuluaga 59 75 80 
Yopal Wilman Enrique Celemín 48 33 10 
 
Los alcaldes de las ciudades de Florencia, Bogotá D.C. y Santa Marta en el año 2013 y de 
Sincelejo en el 2014,  fueron los únicos que fueron objeto de proceso de revocatoria del mandato. 
En enero de 2013, según la Ley 741 de 2002, se podían iniciar la recolección de apoyos 
ciudadanos para solicitar la consulta popular con fines de revocatoria. 
Para ese tiempo, (6) seis de los treinta y dos (32) alcaldes de ciudades ya tenían un nivel de 
favorabilidad por debajo de 50% y de ellos a sólo tres, fueron objeto de este control ciudadano. 
En el 2014, se inició un proceso de revocatoria a pesar de que quince (15) de los treinta y dos 
(32) alcaldes tenían esos índices bajos de favorabilidad.  
A pesar de la gran cantidad de los alcaldes de ciudades capitales, (46,87%), que llegaron a tener 











7. CAMBIOS EN EL PROCEDIMIENTO PARA ADELANTAR UN PROCESO DE 
REVOCATORIA DEL MANDATO EN COLOMBIA 1996 – 2015. 
 
 
La Constitución Política de Colombia de 1991 estableció la figura de la revocatoria del mandato. 
Anterior a esta fecha, no existen antecedentes de esta figura en la historia democrática del país. 
Las normas de la Carta en que se fundamenta el procedimiento de las revocatorias de mandato en 
Colombia, son las siguientes: 
El Artículo 1º establece los modelos de estado social de derecho y democracia participativa, los 
que sirven como orientación de todo el sistema electoral actual. 
El artículo 4 introduce el principio de soberanía popular y deja atrás aquella norma que le atribuía 
esa titularidad a la “nación”. (Constitución política, 1986) 
El artículo 40 constitucional, el cual se encuentra en el capítulo de los derechos fundamentales, 
regula la relación del ciudadano con el poder público y le reconoce tres facultades; intervenir en 
su conformación, ejercicio y control. 
En su numeral cuarto, establece claramente la facultad de los ciudadanos de revocar el mandato 
de cualquier  funcionario elegido por voluntad popular, mecanismo que requiere una 
reglamentación legal, que hasta el momento, sólo se ha desarrollado para el caso de alcaldes y 
gobernadores. 
El análisis y la interpretación de este artículo 40,  plantea el primer interrogante a resolver en la 
investigación. 
Si el numeral quinto, determina que  se puede revocar el mandato de los elegidos, pero supedita 
“la forma” o el procedimiento a lo que determine la ley, nos preguntamos si es constitucional, las 
regulaciones que por vía de resolución y circulares expide la organización electoral y que afecta 
el procedimiento de revisión de apoyos, de la motivación, de los recursos y derechos que tienen 
las partes dentro del proceso de las revocatorias de alcaldes y gobernadores en Colombia. 
(Presidencia de la República, 1991) 
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El artículo 103, enumera los mecanismos de participación ciudadana (el voto, el plebiscito, el 
referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del 
mandato) y establece la facultad reglamentaria en el legislador, a través de una ley de carácter 
estatutaria. 
El artículo 259, establece la obligación que recae sobre los candidatos a alcaldías y 
gobernaciones, de presentar un programa de gobierno, documento que constituye la base del 
sistema de planeación departamental y municipal, pues es el insumo para la presentación del 
proyecto de plan de desarrollo de su respectiva entidad territorial. 
El incumplimiento de ese programa de gobierno, es causal para que la ciudadanía presente la 
solicitud de revocatoria del mandato. 
El artículo 260, Enumera las autoridades que se eligen por voto popular, los cuales a la luz del 
numeral 5º del artículo 40º, pueden ser sujeto de una revocatoria del mandato. 
- Presidente y Vicepresidente de la República. 
- Senadores y Representantes a la Cámara.  
- Gobernadores y Diputados. 
- Alcaldes, Concejales y miembros de las juntas administradoras locales. 
- Miembros de la Asamblea Constituyente. 
Los artículos 303 y 314, fijan los periodos de alcaldes y gobernadores en cuatro (4) años, 
prohíben su reelección inmediata y establece que dichos periodos son de carácter institucional y 
no personal, lo que trae como consecuencia, que en el caso de una revocatoria de mandato, el 
nuevo elegido, entrará a terminar el periodo del funcionario separado de su cargo por voluntad 
popular. 
Los artículos 152 y 153, establecen que se deben tramitar como estatutarias, las leyes que regulen 
asuntos electorales, de derechos fundamentales (Art.40º) y las instituciones y mecanismos de 
participación ciudadana.  
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Este requisito implica que los proyectos de ley, una vez aprobados en el legislativo y antes de ser 
sancionados por el Presidente de la República, deben ser revisados por la Corte Constitucional, 
por lo cual, de cada una de las leyes, necesariamente existe y existirá un pronunciamiento de ese  
tribunal sobre la exequibilidad del proyecto. 
Desde la promulgación de la nueva constitución, han transcurrido 25 años,  el procedimiento para 
la revocatoria del mandato ha sufrido varias modificaciones y como se ilustró en el capítulo 
anterior, de los 118 procesos estudiados, ninguno ha culminado con la remoción del cargo de 
alcalde o gobernador alguno. 
Se ha podido establecer cuatro periodos cronológicos, partiendo de la fecha de la promulgación 
de la Constitución y otros tres, determinados por la expedición de las tres leyes estatutarias que 
han regulado la materia así:  
7.1 PRIMER PERIODO: JULIO 20 DE 1991  A MAYO 8 DE 1994.  
 
Cubre el tiempo desde que se promulgó la Carta Política hasta la expedición de la primera ley 
estatutaria que reglamentó la materia.  
Se Considera pertinente para la investigación establecer esta primera fase, dado que, durante ella, 
se presentaron iniciativas para la revocatoria de algunos mandatarios, entre las cuales, la más 
particular y llamativa es la que a continuación se describe: 
En el mes de diciembre de 1993, el movimiento “Federalismo Liberal Colombiano” apoyado por 
el grupo político Alianza Democrática – M-19, del Representante a la Cámara Gustavo Petro 
Urrego, promovió la revocatoria del mandato en contra de Jaime Castro Castro, burgomaestre de 
la capital para el periodo 1992 a 1994. 
Mediante una solicitud elevada ante la Sección Primera de la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo, en la cual  sustentaban su petición con los siguientes argumentos: 
 En ejercicio de los derechos políticos consagrados en la artículo 40 de la 
Constitución Nacional, de aplicación inmediata de conformidad con el 
artículo 85 de la misma, de la manera más respetuosa nos dirigimos a 
ustedes, con el fin de solicitarles la Revocatoria del Mandato del señor 
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Alcalde Mayor de Santafé de Bogotá Jaime Castro, de acuerdo con el 
Artículo 103 de la Constitución Nacional y el Artículo 49 del Estatuto de 
Bogotá. Lo anterior para que se proceda a dar cumplimiento a la voluntad 
popular en ejercicio de su soberanía, que por medio de la presente pide se 
revoque el mandato del Alcalde Mayor de Santafé de Bogotá, cuya gestión 
administrativa inequívocamente, demuestra que no quiere a Bogotá, al haber 
incumplido con el programa que presentó al inscribirse como candidato y 
que lo obliga en virtud del mandato imperativo de los electores, tal como lo 
señale el artículo 259 de la Constitución Política. Esto se ha evidenciado 
notoriamente en la negligencia de Jaime Castro, su indecisión e inoperancia 
administrativa que con el agravante de que durante su gestión se han 
multiplicado la inseguridad, las basuras, la contaminación, el despilfarro de 
dineros públicos…(Nullvalue, 1993) 
Dicha solicitud fue presentada en noviembre de 1993, fecha en la que no existía ley que 
reglamentara el procedimiento para los mecanismos de participación ciudadana.  
La solicitud del comité cívico fue resuelta por el Consejo de Estado, en decisión de la Sección 
Primera del 16 de febrero de 1994, con ponencia de Dolly Pedraza de Arenas, en los siguientes 
términos:  
Es evidente entonces, que a pesar de que según el artículo 85 de la Carta la 
revocatoria del mandato es un derecho, se trata de un fenómeno ajeno a la 
administración de justicia, que se ubica en un terreno político. Además aún 
no se encuentra definido el trámite que debe surtirse, ni siquiera se trata de 
un derecho que puede ejercerse individualmente o en forma colectiva por 
todos o parte de los electores y lo que es más relevante, a quién compete 
decidir sobre su viabilidad. 
Es cierto que, conforme al artículo 85 superior, los derechos de 
participación consagrados en el artículo 40 son de aplicación inmediata, por 
lo cual se podría pensar que el derecho de revocatoria debería poder operar 
de manera inmediata, sin previo desarrollo legal, pero es igualmente cierto 
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que la propia Constitución condicionó en tres ocasiones el ejercicio de tal 
derecho a una regulación legal previa. Así el propio artículo 40 señala que la 
revocatoria operara en los casos y en la forma que establecen la 
Constitución y la ley. Igualmente el artículo 103 señala que la Ley 
reglamentará los mecanismos de participación; finalmente el artículo 259 
consagra que la ley reglamentará el ejercicio del voto programático. Lo 
anterior no significa que siempre que la Constitución remita a la ley no 
pueda aplicarse directamente, pues la Constitución en el artículo 4o se 
consagra como norma de normas es decir, como derecho positivo aplicable. 
Sin embargo, la naturaleza del voto programático y el mecanismo de 
revocatoria hacen imposible su aplicación sin previa regulación legal. Otras 
solicitudes se elevaron ante el Consejo de Estado, para lograr impulsar este 
y otra clase de mecanismos de participación ciudadana, amparados en la 
cláusula de aplicabilidad inmediata de algunos derechos fundamentales, 
contenida en el Artículo 85 superior. (Presidencia de la República de 
Colombia , 1991) 
En este y en otros casos relacionados con la materia, este  tribunal reafirmó que, para ejercer el 
derecho a revocar el mandato de alcaldes y gobernadores en Colombia, se reitero la necesidad de 
la existencia de una ley estatutaria que reglamentara su procedimiento. (Presidencia de la 
República, 1991) 
7.2. SEGUNDO PERIODO: MAYO 9 DE 1994 A MAYO 30 DE 2002.  
 
El 9 de mayo de 1994, en el diario oficial número 41.351, se publica la Ley 131 que reglamenta 
el Voto Programático en Colombia y la Revocatoria del Mandato. 
El 31 de mayo del mismo año, en el Diario Oficial 41.373, se publica la Ley 134 de 1994 sobre 
mecanismos de participación ciudadana. 
Estas leyes desarrollan los artículos 40, 103 y 259 de la Constitución Política y  ponen en marcha 
el sistema de democracia participativa en Colombia.  
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7.2.1. LEY 131 de 1994. “Por la cual se reglamenta el voto programático” 
 
La ley 131 en su artículo 1º define el voto programático como:  
El mecanismo de participación mediante el cual los ciudadanos que votan para elegir alcaldes y 
gobernadores, imponen como mandato al elegido el cumplimiento del programa de gobierno que 
haya presentado como parte integral en la inscripción de su candidatura (Congreso de la 
República, 1994) 
Así mismo establece la obligación de los aspirantes a alcaldías y gobernación de elaborar y 
presentar junto con su inscripción de la candidatura, un programa de gobierno y en caso de  
resultar electos, de ajustar los planes de desarrollo de sus entes territoriales a lo prometido en esos 
programas.  
Establece los requisitos para adelantar una revocatoria del mandato, en cuanto a número de 
apoyos que debe contener la solicitud, las personas habilitadas para votar y los términos legales 
para la convocatoria a los electores para votar afirmativa o negativamente la propuesta. 
Regula los umbrales de participación y aprobación del mecanismo y los efectos en caso de ser 
aprobado por el pueblo, en cuanto a la remoción del cargo y la convocatoria a nuevas elecciones.  
Las normas establecidas para el proceso de revocatoria del mandato en esta primera etapa eran: 
- Término para iniciar el proceso: Un año contado a partir del día de la posesión de alcalde o 
gobernador cuyo mandato se busca revocar. 
- Número de apoyos a recaudar: Mínimo el 40% del total de los votos válidos emitidos en la 
jornada electoral que escogió al mandatario a revocar. 
- Causales para la revocatoria: Se estableció que la ciudadanía podía iniciar un proceso de 
revocatoria, cuando se presentaran estas dos circunstancias: 
- Incumplimiento del programa de gobierno. 
- Insatisfacción general de la ciudadanía. 
82 
 
-  Sujeto calificado para participar en el proceso: Solamente los ciudadanos que hayan votado en 
las elecciones en las que se escogió al alcalde o gobernador cuyo mandato se ataca, podían 
suscribir el memorial de solicitud y participar en la votación en la que se decidiera la revocatoria 
del mandato. 
-  Forma de suscribir el apoyo: se determina de forma clara, so pena de invalidez, que el 
ciudadano debe suscribir la totalidad del apoyo de su puño y letra. 
- Determinación del procedimiento para la verificación de la autenticidad de los apoyos: queda 
radicada en el Registrador Nacional. 
-  Competencia para revisión de los apoyos ciudadanos: En cabeza del Registrador Municipal o 
del Delegado Departamental, según el caso. 
-  Término para Revisar apoyos: Un mes. 
- Término para convocar a elecciones: dos meses contados a partir de la certificación del 
registrador correspondiente sobre la validez de los apoyos ciudadanos.  
Aunque la ley 131, establecía que ese término se debía contar a partir de la entrega del memorial 















Cuadro 11. Ley 131 de 1994 y Ley 134 de 1994. 
 
-  Obligaciones de la Registraduría: El Registrador Municipal, Especial o el Delegado 
Departamental, según el caso, tiene las funciones de: verificar, certificar, coordinar, promocionar 
e informar los resultados, para que, dado el caso de revocatoria, convocar a elecciones del 
reemplazo del mandatario revocado. 
- Destino de los formularios: Se destruyen a los 20 días de expedida la certificación.  
-  Umbral de Participación de la Revocatoria: Se fijó en el 60% de los votos válidos del día de la 
elección del alcalde o gobernador. 
-  Umbral de Aprobación: Para que la decisión de separar del cargo al mandatario fuera efectiva, 
debía ser aprobada, (VOTOS POR EL “SI”) por el 60% de los ciudadanos que participaran en la 
jornada electoral de la revocatoria. 
- Desistimiento de la revocatoria: Esta situación se reguló para otros mecanismos de participación 
ciudadana, aquellos que registrarse por intermedio de un comité promotor, pero no para el caso 
de la RDM. 
- Remoción del cargo del mandatario revocado: El efecto jurídico de una revocatoria del mandato 
aprobada por el pueblo es la remoción del cargo del alcalde o gobernador, de manera inmediata. 
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-  Por el contrario, en caso de no prosperar la revocatoria, contra ese mandatario no podrá 
intentarse un nuevo proceso en lo que resta de su periodo. 
-  Convocatoria a elección del sucesor: se debe convocar a elecciones para el sucesor del 
mandatario revocado, dentro de los treinta días siguientes a la certificación de los resultados. 
- Inscripción de candidatos: 20 días antes de las elecciones. 
- Competencia y causales para suspensión de las elecciones: El Presidente de la República ante  
grave perturbación del orden público. 
 
7.2.2 Decreto 895 de 2000. “Por el cual se reglamenta la parte operativa de la ley 134 de 
1994” 
 
Expedido el 18 de mayo y publicado en el Diario Oficial No. 44016 de mayo 25, regula los 
siguientes aspectos: 
- Establece que los apoyos ciudadanos se pueden recaudar en los formularios que entrega la 
RNEC, en copias que de estos se produzcan o por correo. 
- El contenido del encabezado de los folios debe establecer claramente, que los ciudadanos 
adhieren con su apoyo a la solicitud de revocatoria en contra de un alcalde o gobernador 
plenamente identificado, con su nombre, apellidos, denominación del municipio o departamento 
que administran y el periodo constitucional que se encuentren ejerciendo, así como la causal que 
motiva la solicitud (incumplimiento del programa o descontento general de la ciudadanía)  
- Determina que los folios que contienen los apoyos ciudadanos se deben organizar y numerar de 
forma numérica y ascendente, y manifestar al momento de su radicación a la Registraduría, el 




7.2.3 Resolución 5641 de 1996: “Por la cual se reglamenta el procedimiento para la 
verificación de las firmas que respaldan o apoyan los distintos mecanismos de participación 
ciudadana” 
 
En ejercicio de la competencia asignada en el artículo 23 de la ley 134 de 1994, el Registrador 
Nacional del Estado Civil, expidió esta resolución, publicada en el Diario Oficial No. 44.016, 
establece los siguientes requisitos dentro de un proceso de revocatoria del mandato: 
- Campos del formulario: Esta regulación estableció seis campos en los que el ciudadano 
consignaba sus datos y que en su conjunto, componían el acto del “apoyo ciudadano”. 
Los campos son: 
- Nombres y Apellidos completos. 
- Número de cédula de ciudadanía  
- Fecha en que se suscribe el apoyo. 
- Dirección. 
- Municipio, distrito, departamento o corregimiento de residencia. 
- Firma.  
- Tipo de firma que debe utilizar el ciudadano: se establece que el ciudadano debe estampar en el 
formulario, “la firma es la que generalmente utiliza un ciudadano en sus actos públicos o 
privados. Puede ser rúbrica o presentarse con los nombres y apellidos. (Registraduría Nacional 
del Estado Civil., 1996) 
En caso de no saber firmar, se puede acudir al mecanismo de la firma a ruego., que, de acuerdo 
con la lectura de la norma se perfecciona cuando la persona rogada escribe los datos y firma en 
nombre del ciudadano adherente, quien estampa su huella dactilar. 
En Colombia, la firma al ruego está regulada, en materia civil y notarial, por el Artículo 39 del 
Decreto 960 de 1970 (Congreso de la República, 1970), y en materia comercial, por el Artículo 
826 del Código de Comercio (Boletín Oficial del Estado., 2010) 
- Formularios aceptados para recolección de apoyos: El procedimiento diseñado para la RDM, 
admite que los promotores del mecanismo utilicen los formularios ofrecidos por la RNEC, 
elaborados por ellos o reproducidos por cualquier medio conservando sus características. 
86 
 
- Procedimiento para revisión de apoyos: El procedimiento está diseñado para ser atendido en 
cuatro pasos, así: 
- Recepción de la documentación numerando cada una de las hojas y determinando el número de 
apoyos recibidos. 
-  Anulación los folios que presenten errores en su encabezado (datos erróneos, tachados o 
enmendados) o reproducidos fotostáticamente luego de recolectar los apoyos. 
Anulación de los apoyos que presenten las siguientes anomalías: (Artículo 4º de la resolución) 
- Datos incompletos, ilegibles o no identificables. 
- Datos y firmas no manuscritas. 
- Firmas o datos consignados por otra persona. 
- Datos de ciudadanos no inscritos en el censo de le entidad territorial determinada. 
- No existir correspondencia entre el nombre y el número de la cédula con los datos del 
Archivo Nacional de Identificación. 
- Contabilizar las firmas válidas: Restando del total de las firmas recibidas, las invalidadas, lo que 
será el fundamento del certificado que deberá expedir el Registrador Municipal o Delegado 
Departamental., según el caso. 
-  Expedir el certificado con el resultado del proceso: Todas las anteriores actividades eran 
realizadas por el funcionario electoral del correspondiente ente territorial y concluían con la 
expedición de una resolución que determinaba si se habían reunido los requisitos para convocar a 
la jornada electoral de consulta popular con fines de revocatoria, o si el proceso se debía 
rechazar. 
- Asesoría para análisis grafológico: La resolución 5641 facultaba al funcionario electoral 
encargado de la revisión de apoyos a solicitar la colaboración de la Policía Nacional (SIJIN) el 
Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) o de la Fiscalía General de la Nación (CTI) 
para detectar suplantaciones, falsificaciones o casos de uniprocedencia  (multiplicidad de apoyos 
consignados en los formularios por la misma persona) 
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Técnica de Muestreo Estadístico: De conformidad con lo estipulado en el Artículo 23 de la Ley 
134 de 1994, el Registrador Nacional podrá determinar la utilización de técnicas de muestreo 
científicamente sustentadas para la revisión de apoyos, aprobadas por el Consejo Nacional 
Electoral. 
Previa a la expedición de la Resolución 5641, se sometió ante el CNE, una técnica de muestreo 
estadística, aprobada mediante Acta No. 27 de sesión del 25 de junio de 1996.  
Esta técnica se utilizaba cuando el número de apoyos requeridos para la convocatoria de la RDM; 
sea mayor a ocho mil (8.000). En caso contrario, se verifican la totalidad de los apoyos.  
En el cuadro que a continuación se presenta, se ordenan los veintiocho (28) aspectos detectados 
de acuerdo con el orden cronológico en que se presenta cada uno de estos y con la mención a la 
norma que lo regula 
